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BOLETÍN Nº 761-13

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece beneficios por gracia para personas exoneradas en período que indica.

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que ha sido calificado de "Simple Urgencia".


La Comisión acordó hacer suyo el parecer de la H. Cámara de Diputados, en el sentido de que los artículos 1º, 2º, 5º, 12, 14, 15, 18, 19 y 20 del proyecto de ley deben ser aprobados con quórum calificado, por regular el ejercicio del derecho a la seguridad social, y que las demás normas, relativas a beneficios por gracia y al financiamiento del proyecto, son propias de ley simple o común. Lo anterior, de conformidad al artículo 19, Nº18, de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la misma Carta Fundamental.


A algunas de las sesiones en que se discutió el proyecto concurrieron los HH. Senadores señores Julio Lagos Cosgrove, Miguel Otero Lathrop, Sebastián Piñera Echenique y José Ruiz De Giorgio. Estuvieron presentes, especialmente invitados, el señor Subsecretario de Previsión Social, don Luis Orlandini Molina, la señora Jefe del Departamento Actuarial de la Superintendencia de Seguridad Social, doña Eliana Quiroga Aguilera y el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor David Bravo Urrutia.


Asistieron invitados también a exponer ante la Comisión sus puntos de vista sobre esta iniciativa:


- El Comando de Exonerados de Chile, representado por el Tesorero Nacional, don Humberto Brante, el Secretario de Organización, don Mario Urrutia, el Secretario de Relaciones Internacionales, don Juan Swears, la Secretaria de Comunicaciones, doña Zaida Araya, el Secretario de Movilización don Humberto Cortés y los Directores don Luis Arcos, don Hugo Fuentes y don Estivaldo Zúñiga, y


- El Comando Nacional de Exonerados Políticos de Chile, representado por su Presidente, don Pedro Gaete, el vicepresidente, don Francisco Franco, el Secretario General, don Juan Pablo Urzúa, el Secretario de la Comisión Técnica, don Sergio Bustos, y el representante de la Sexta y Octava Regiones, don José Arancibia.

---------------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

A.-  ANTECEDENTES JURÍDICOS

I. - En cuanto a derechos previsionales


1.- Ley Nº 6.606, artículo 1º.

a) Su   texto   original estableció que el personal civil de la Administración Pública acogido a los beneficios de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, que acredite tener quince años, o más, de servicios públicos, y que deba abandonar sus funciones por efectos de reorganizaciones, supresiones de empleos, declaración de vacancia o renuncia no voluntaria, y siempre que ésta no sea motivada por comisión de delito, podría sin necesidad de acreditar imposibilidad física, optar entre el desahucio o la jubilación, liquidada ésta sobre la base de los años de servicios y los porcentajes que al respecto establecen las leyes vigentes sobre jubilación.


b) La ley Nº 6.742, en sus artículos 1º y 2º, modificó la señalada disposición, haciendo extensivo el derecho que ella contempla al personal de los demás servicios fiscales, semifiscales e independientes, y a los empleados que, reuniendo los mismos requisitos, hubieren quedado cesantes con posterioridad al 24 de diciembre de 1938, y no hayan podido jubilar.


c)  La ley Nº 10.332, artículo único, hizo aplicable ese derecho también a los afiliados a otros Institutos de Previsión -distintos de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas- cuyas leyes orgánicas consultasen el beneficio de la jubilación o retiro.


d)  El decreto ley Nº 2.411, de 1978, en su artículo 9º, sustituyó el referido artículo 1º de la ley Nº 6.606, estableciendo que tendría derecho a jubilar por expiración obligada de funciones el personal de los servicios semifiscales, empresas del Estado u otras entidades no regidas por el párrafo 20 del Titulo II del decreto con fuerza de ley 338, de 1960, que esté acogido a regimenes previsionales que consulten el beneficio de la jubilación o retiro y que, teniendo 20 o más años de servicios o imposiciones, debiere abandonar su empleo al término del respectivo periodo legal, por la supresión del mismo derivada de reorganizaciones o dispuesta por la autoridad competente, o por renuncia no voluntaria, siempre que no sea por calificación insuficiente, por medida disciplinaria o por ser responsable de un delito.


2.-  El decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, anterior Estatuto Administrativo.


Su  Titulo  II,   denominado "Derechos de los empleados públicos", contenía un Párrafo 20, que se llamaba "Derecho a la jubilación".


Ubicado   dentro   de   dicho párrafo, el artículo 112 señalaba cuatro causales por las cuales el empleado tenia derecho a obtener su jubilación: edad, incapacidad física o mental, antigüedad y expiración obligada de funciones.


En relación con esta última causal, el artículo 118 concedió derecho a jubilar por expiración obligada de funciones a aquellos empleados que, teniendo quince o más años de servicios o de imposiciones, debieren abandonar su empleo por término del respectivo periodo legal, por la supresión del empleo dispuesta por la autoridad competente o por renuncia no voluntaria, siempre que no fuese por calificación insuficiente o por medida disciplinaria.


3.-  El decreto ley Nº 2.448, de 1979, artículo 12.


a)     Estableció  que  los trabajadores de la Administración del Estado, centralizada y descentralizada, del Poder Judicial y del Congreso que deban abandonar su empleo, por término del respectivo período legal, por la supresión del empleo dispuesta por la autoridad competente o por renuncia no voluntaria, siempre que no sea por calificación insuficiente o por medida disciplinaria, sólo podrán obtener pensión, si tienen veinte años de imposiciones o de tiempo computable.


A la vez,  derogó todas  las disposiciones legales, reglamentarias o de cualquier otro carácter que otorguen el derecho a jubilar por expiración obligada de funciones en forma diferente de la recién mencionada.


b)  Elartículo 71 de la ley Nº 18.482 declaró, interpretando este artículo, que sus disposiciones no son ni han sido aplicables a aquellas situaciones regidas, en materia de cesación de servicios, por el decreto ley Nº 2.200, de 1978. 

4.- La   jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República.


a)   Este    organismo fiscalizador, sostuvo, en su oportunidad, respecto del artículo 118 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, que "la revocación de un interinato que involucra el alejamiento del servicio de un funcionario en ningún caso puede considerarse como término del respectivo período legal, para el efecto de obtener jubilación conforme al D.F.L. Nº 338 de 1960, artículo 118.". Esta última norma "no estaba referida a cualquiera forma de expiración obligada de funciones, sino tan sólo a aquellas derivadas de las causales que taxativamente enumeraba, entre las que no se encuentran la caducidad del interinato". (96.341, de 1964 y 16.271 de 1989) .


Aplicando luego esa doctrina al artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1978, sostuvo que la "caducidad del nombramiento como interino no habilita al afectado para acogerse a jubilación en conformidad al D.L. Nº 2448, de 1978, artículo 12, dado que el término de un interinato no configura ninguna de las causales que dicha norma contempla." (36.865, de 1981).


b)    En  relación  con  las exoneraciones a que se refiere esta iniciativa de ley, al informar un recurso de protección deducido en contra de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas y de la Contraloría General de la República, por negativa de la primera a conceder jubilación a un ex profesor de la Universidad Técnica del Estado, manifestó que "se negó    derecho    a    jubilar   al   recurrente, por cuanto su cese de funciones se produjo en virtud de atribuciones extraordinarias del Rector Delegado de la Universidad Técnica del Estado, que no configura ninguna de las formas taxativas de expiración obligada de funciones señaladas en el D.L. N* 2448, de 1978, artículo 12.". (17.433, de 1983).


En  otra  ocasión,   estimó, respecto de un ex funcionario del Ministerio de Educación, que "no tiene derecho a jubilar por expiración obligada de funciones, porque el término del interinato dispuesto por el D.L. Nº 6, de 1973 y el D.L. Nº 22, de 1973 no se encuadra dentro de las causales que expresamente menciona el D.F.L. Nº 338, de 1960, artículo 118, norma vigente al momento de alejarse de la Administración. No procede considerar el cese de servicios que afectó al interesado como término del respectivo período legal, porque las funciones que desarrollaba como director interino y profesor con 6 horas de clases, no estaban sujetas a plazo fijado por la ley.


El   término   del interinato -continuó- no negó derecho a jubilar a quien es objeto de esa medida, pero los decretos leyes citados tampoco han creado una nueva causal de jubilación que pueda aplicárseles, de modo que tal franquicia debe configurarse según las normas generales que regulan la materia, en este caso el artículo 118 recién citado. Tampoco puede concluirse que el D.L. Nº 6, de 1973, al someter al personal de la Administración Pública al régimen de interinato general, haya transformado a dichos servidores en empleados de la exclusiva confianza de la autoridad respectiva. La calidad mencionada la otorgan la Constitución Política y la ley en forma expresa y, ni del texto mismo del decreto ley nombrado, ni de su inteligencia, puede desprenderse que se haya otorgado tal carácter a los funcionarios que declaró interinos.


Por ello -finalizó diciendo- carece de fundamento la alegación del interesado en el sentido que su cese de funciones obedeció a una renuncia no voluntaria. El interinato referido solo implicó la libre disponibilidad de los cargos servidos, manteniendo los funcionarios todos los derechos estatutarios excepto el derecho a la función, quedando así sujetos a las normas de los decretos leyes mencionados que autorizaron a poner término discrecional a sus funciones." (3883, de 1989).


5.-  La jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema de Justicia.


a)  La Excma. Corte Suprema ha sostenido en diversos fallos, frente a causales de despido del decreto ley Nº 2.200, de 1978, invocadas por la Empresa de Ferrocarriles del Estado, que la situación jurídica que corresponde dilucidar, consiste en determinar si el término de los servicios del trabajador debe entenderse que se produjo por hechos voluntarios del mismo o, por el contrario, por circunstancias que corresponden o son asimilables a una renuncia no voluntaria, de aquellas que concurriendo las demás condiciones legales dan derecho al beneficio jubilatorio demandado en esos autos.


En esa línea de razonamiento, estimó "que el artículo 13 letra f) del decreto ley Nº 2.200, en que se fundó la decisión del Director de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado al poner término  a   los  servicios   del actor importa un acto discrecional y unilateral que obligó al demandante a hacer dejación forzada de su empleo, lo que lleva a concluir que ella debe asimilarse a una renuncia no voluntaria del cargo". (Considerando décimo de la sentencia de 30 de diciembre de 1986, recaída en los autos Rol Nº 20.372, casación de fondo civil. "Gaceta Jurídica" Nº 78, pág. 26).


Afirmó, por otra parte, que del tenor del artículo 12 del decreto ley Nº 2.448 "no se advierte el carácter restringido que la recurrente le atribuye a la expresión "renuncia no voluntaria" como causal de cesación de los servicios de los trabajadores; antes bien, ella es comprensiva de situaciones diversas de terminación del empleo, entre las cuales es fuerza incluir el caso, como el de autos, en que la cesación se produce por un acto discrecional del jefe del servicio impuesto al trabajador" . Advirtió que, aunque el caso de los demandantes no se corresponde con ninguno de los que el artículo 233 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, contemplaba como de renuncia no voluntaria, "este artículo en realidad no define lo que es "renuncia no voluntaria", sino que simplemente se limita a hacer una enumeración, de ningún modo exhaustiva, de varios casos en que el funcionario se halla en la precisión de presentar esa especie de renuncia". (Considerandos cuarto y duodécimo de la sentencia de 11 de junio de 1987, dictada en los autos Rol Nº 19.720, casación de fondo civil. "Gaceta Jurídica" Nº 84, pág. 32).


En  un  fallo  relativamente reciente, la Excma. Corte Suprema ha confirmado ese criterio, declarando que las causales contempladas en el artículo 14 números 3 y 5 del decreto ley 2.200 -esto es, no concurrencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes, o un total de tres días durante igual período de tiempo; y el incumplimiento grave de las obligaciones que impone el contrato de trabajo-, en razón de las cuales la Empresa aludida puso término al contrato de trabajo del demandante, "importan actos de despidos emanados de la voluntad discrecional y unilateral del empleador, que obligaron al trabajador a hacer dejación forzada de su empleo, es decir, sin que hubiera mediado su consentimiento, razón por la cual cabe concluir que esta situación es asimilable a una renuncia no voluntaria, para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, como ha sido declarado en similares situaciones por reiterada jurisprudencia de esta Corte.". (Considerando quinto y sexto de la sentencia de 23 de noviembre de 1992, dictada en los autos Rol Nº 15.516, casación de fondo civil. "Gaceta Jurídica" Nº 149, Pág. 36).


b)  En el último fallo a que se ha aludido, repitiendo también anteriores pronunciamientos, expresó que el artículo 71 de la ley Nº 18.482, antes que ser interpretativo, resulta ser modificatorio del artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1970, como aparece de manifiesto de comparar el texto de ambas disposiciones, "ya que el texto primitivo no contiene limitaciones para el ejercicio del derecho de previsión que confiere, en cambio sí las impone su texto actual al expresarse en él que estos derechos no son aplicables a situaciones regidas en materia de cesación de servicios por el decreto ley 2.200.


Por consiguiente, el precepto del  artículo  71  de  la  ley  18.482, no ha podido entenderse legalmente incorporado al texto primitivo del artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, sino que ha debido empezar a regir a partir de su publicación en el Diario Oficial, que lo fue el día 28 de diciembre de 1985." (Considerando séptimo del fallo recién mencionado).


6.- La ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo.


En su artículo 157, derogó el anterior Estatuto Administrativo, contemplado en el decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960.


Su artículo 14 transitorio indica que las normas del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, y el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1978, que actualmente rigen los derechos de desahucio, de jubilación y otros beneficios considerados en el régimen provisional antiguo, seguirán vigentes respecto de las personas a las cuales se aplicaban dichas disposiciones a la fecha de entrada en vigencia del actual Estatuto Administrativo, esto es, al 23 de septiembre de 1989.


II.- En cuanto a pensiones de gracia


1.-  La Constitución Política de la República, artículos 32, Nº 13, y 60, Nº 16.


La    primera    de    esas disposiciones contempla, como atribución especial del Presidente de la República, la de "conceder jubilaciones, retiros, montepíos y pensiones de gracia, con arreglo a las leyes".

La  segunda,  por  su  parte, incluye entre las materias de ley "las que concedan indultos generales y amnistías y las que fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse la facultad del Presidente de la República para conceder indultos particulares y pensiones de gracia.".


2.-  La  ley  Nº  18.056,  que establece normas sobre otorgamiento de pensiones de gracia.


Su artículo 1º señala que toda solicitud sobre otorgamiento de pensiones de gracia debe ser dirigida al Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Interior.


En  su  artículo  2º  permite solicitar pensiones de gracia a las personas que hubieren prestado servicios distinguidos o realizado actos especialmente meritorios en beneficio importante del país; a las afectadas por accidente o catástrofe, respecto de las cuales existan circunstancias extraordinarias que justifiquen el otorgamiento de una pensión, ya las que se encuentren incapacitadas o con graves e insalvables dificultades para ejercer labores remuneradas que les permitan su subsistencia y la del grupo familiar que viva a sus expensas, en razón de enfermedad, invalidez, vejez o cualquier otra causa debidamente justificada.


El artículo  6º  habilita al Presidente de la República para otorgar pensiones de gracia, en casos calificados y por decreto supremo fundado, aunque no se reúnan las exigencias previstas en esta ley para optar a ellas.


El artículo 7º dispone que una Comisión Especial designada por el Presidente de la República lo asesorará en el estudio de las solicitudes de pensiones de gracia.


Finalmente,  el  artículo  8º indica que el decreto supremo que otorgue la pensión por gracia podrá señalar las condiciones o requisitos especiales de plazo y otras exigencias a que se subordine la vigencia del beneficio.


3.-   El decreto supremo Nº 1.928, de Interior, de 1981.


En su artículo 2º creó una Comisión Especial para asesorar al Presidente de la República en el estudio de las solicitudes de otorgamiento de pensiones de gracia, integrada por un representante del Ministro del Interior, quien la presidirá; un representante del Ministro de Hacienda; un representante del Ministro del Trabajo y Previsión Social; y un representante del Ministro Jefe del Estado Mayor Presidencial.


Los artículos 3º y 4º facultan a la Comisión Especial para solicitar tanto del peticionario como de entidades u organismos estatales o particulares los antecedentes o informes que estime convenientes para el mejor desempeño de sus funciones, en especial, aquellos tendientes a formarse un buen juicio sobre la procedencia y méritos de la gracia que se solicita.


Asimismo,  establecen que el informe de la Comisión Especial, -incluyendo su parecer sobre el caso y la documentación y antecedentes necesarios-, se elevará al Presidente de la República para su consideración, adjuntando además un proyecto de decreto supremo que exprese la proposición respectiva, en los casos que se emita un parecer favorable.


III.- En cuanto a estabilidad en el empleo en la Administración Pública.


1.-  El decreto ley Nº 6, de 1973.


En su artículo 1º, declaró en calidad de interinos los personales de los servicios, reparticiones, organismos, empresas y demás instituciones de la Administración del Estado, tanto central como descentralizada, con la sola excepción de los personales del Poder Judicial y de la Contraloría General de la República.


Su artículo  2º,  en  lo que interesa, dispuso que las nuevas designaciones en esos empleos significarían, de pleno derecho, el término de los respectivos interinatos y la consiguiente cesación automática de funciones de quienes los servían.


2.-  El decreto ley Nº 22, de 1973.


El artículo 1º de este cuerpo legal declaró que las normas del decreto ley 6, de 1973, se refieren de manera amplia y con las solas excepciones que en él se indican, a todos los servidores, empleados u obreros de los servicios fiscales, semifiscales, de administración autónoma, municipales y, en general, de las reparticiones, organismos y empresas del

sector público, tanto de la administración centralizada como de la funcional o territorialmente descentralizada, y son aplicables cualesquiera sean los regímenes estatutarios a que estén afectos esos personales y, en consecuencia, facultan para disponer la terminación inmediata de designaciones a contrata, de convenios a honorarios o de contratos de trabajo de dichos servidores, en forma discrecional y sin sujeción a normas sobre inamovilidad o estabilidad en el empleo, como las contenidas en la ley 16.455 o en otros preceptos.


Entre  otras  disposiciones, consignó en el artículo 2º, inciso segundo, que la autoridad facultada para hacer el nombramiento podría confirmar en el cargo a quien lo servía al 12 de septiembre de 1973, haciendo cesar así el régimen especial de interinato previsto en el decreto ley Nº 6, de 1973, o disponer únicamente el término inmediato de ese interinato, con la consiguiente cesación automática de funciones de quien lo servía, sin hacer en el mismo acto una nueva designación en el cargo correspondiente.


En el artículo 3º, aclaró el artículo 2º del decreto ley Nº 6, de 1973, en el sentido de que la nueva designación no significaría el alejamiento de la Administración del funcionario que ocupaba el respectivo empleo, en caso de que éste, a su vez, fuese designado en otro cargo o comisionado o destinado.


3.-  El decreto ley Nº 98, de 1973.


Dicho cuerpo legal declaró en reorganización todos los Servicios de la Administración Pública, organismos o instituciones fiscales, semifiscales o autónomas, empresas, sociedades e instituciones del Estado, centralizadas o descentralizadas; municipalidades, sociedades o instituciones municipales y, en general, de la Administración del Estado, tanto central como descentralizada y de aquellas empresas, sociedades y entidades públicas o privadas en que el Estado o sus empresas, sociedades o instituciones centralizadas o descentralizadas tengan aportes de capital mayoritario o en igual proporción, participación o representación, con excepción del Poder Judicial y la Contraloría General de la República.


Al  mismo  tiempo,   en  el Artículo 3º, hizo aplicables las normas sobre interinato establecidas en los decretos leyes Nºs 6 y 22, de 1973, a los funcionarios, empleados, obreros y trabajadores en general, de las entidades, servicios e instituciones antes señaladas, y que no fueron incluidas en dichos cuerpos legales.


4.-  El decreto ley Nº 193, de  1973.


Creó Comisiones Especiales en cada departamento para el conocimiento de los reclamos que interpusieran las personas exoneradas en virtud de los decretos leyes Nºs 6, 22 y 98, de 1973, cuando estimasen que fueron despedidos injustamente.


5.-  El decreto ley Nº 930, de 1975.


En su artículo 1º, derogó los decretos leyes Nºs 6 y 22, el artículo 3º del decreto ley Nº 98, y el decreto ley Nº 193, todos de 1973, expresando que, en consecuencia, los personales de los servicios y entidades regidos por esos decretos leyes tendrían sólo las calidades que poseían a la fecha en que quedaron afectos al interinato o en que hayan sido designados o contratados con posterioridad al 11 de septiembre de 1973, sin necesidad de un nuevo decreto, resolución o contrato, y cesarían en sus funciones por las causales y procedimientos previstos en sus sistemas estatutarios o laborales, sin perjuicio de lo establecido en los artículos siguientes del mismo decreto ley.


El artículo 2º agregó un nuevo artículo 2º bis a la ley Nº 16.455, sobre terminación del contrato de trabajo, incorporando como nuevas causas justificadas de terminación del contrato, diversas actividades estimadas perjudiciales para la seguridad del Estado.


El  artículo  3º  reguló  la aplicación de dichas causales en el caso de los empleados del sector público no regidos por el Estatuto Administrativo.


Por su parte, el artículo 4º hizo aplicable la medida disciplinaria de destitución para los funcionarios regidos por el Estatuto Administrativo que incurriesen en alguna de las causales descritas en el referido artículo 2º bis de la ley Nº 16.455.


6.-  El decreto ley Nº 2.345, de 1978, que otorgó facultades al Ministro del Interior en materias de desburocratización y agilización del Estado.


Este cuerpo normativo entregó a dicho Secretario de Estado la función de materializar, en forma unitaria, la política de desburocratización y agilización de la Administración del Estado, excluyendo de esta expresión solamente a las Fuerzas Armadas y de Orden, al Poder Judicial y a la Contraloría General de la República.


El artículo 5º estableció que en cumplimiento de ese cometido, el Ministro del Interior podría proponer al Presidente de la República la remoción de todo funcionario de la Administración del Estado, cuando esa medida fuese necesaria para el fiel cumplimiento de las normas e instrucciones que se impartan -calificación que quedó entregada al criterio exclusivo del Presidente de la República-, y para proponer los nombramientos de quienes deban reemplazar a los funcionarios así removidos.


La remoción de funcionarios en conformidad a este artículo no se regia por ninguna otra exigencia ni disposición legal. Especialmente, no se imposibilitaba ni difería por la existencia de fueros o inamovilidades legales de ninguna naturaleza, ni se sometía al Estatuto Administrativo ni a otras normas orgánicas similares.


7.-  El decreto ley Nº 3.410, de 1980.


En su artículo único declaró, para todos los efectos legales, que en los encasillamientos de personal que el Presidente de la República haya hecho o hiciese en el futuro con expresas facultades   discrecionales, éstas se han ejercido y se ejercerían sin sujeción a ninguna norma sobre fueros o inamovilidades legales de ninguna naturaleza que hubiere podido o pudiere afectar al personal de los Servicios de cuyo encasillamiento se trate.


8.- La  ley  Nº   18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


En su artículo 54, derogó el artículo 5º del decreto ley Nº 2.345, de 1978, y el decreto ley Nº 3.410, de 1980.


Su artículo final dispuso que la derogación del primero de los cuerpos legales mencionados regirla en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la ley en el Diario Oficial. Dicho plazo fue objeto de diversas prórrogas, terminando en la ley Nº 18.821, artículo único, que prorrogó hasta el 5 de septiembre de 1989 la entrada en vigencia del artículo derogatorio.


IV.- En cuanto al desahucio regido por el decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960


El     anterior     Estatuto Administrativo, decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, en su Título II, Párrafo 18 "Derecho al desahucio" (articulos 102 a 108), define este último como un derecho patrimonial equivalente a una indemnización que se concede al empleado al expirar en sus funciones, y que asciende al equivalente a un mes de remuneraciones sobre los cuales haya efectuado imposiciones a la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas y al Fondo de Seguro Social, por cada año o fracción superior a seis meses de servicios prestados, hasta un máximo de 24 veces dicho valor.


El mismo cuerpo legal, en su artículo 382, inciso segundo, establece el plazo de prescripción de cinco años, contado desde la cesación en el cargo, para el derecho a reclamar el pago de desahucio.


B.-  ANTECEDENTES DE HECHO


1.- Por Mensaje de fecha 5 de julio de 1991, dirigido a la H. Cámara de Diputados, S.E. el Presidente de la República envió un proyecto de ley (Boletín Nº 404-13), mediante el cual propuso dos órdenes de beneficios para ex empleados de la Administración Pública: la celebración de transacciones extrajudiciales relacionadas con su derecho eventual de jubilar por causa de expiración obligada de funciones, y la facultad presidencial de conceder un abono de tiempo computable para la jubilación y, en su caso, un beneficio de pensión no contributiva por vejez o invalidez.


2.-  El 6 de junio de 1992 se suscribió un acuerdo entre el Gobierno y el Comando de Exonerados de Chile, que firmaron, en representación del primero, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Rene Cortázar Sanz, y por el segundo, su Presidente, don Julio Valderrama, y los dirigentes señores Bernardo Vargas, Humberto Brante, Mario Urrutia, Gilberto González, Adrián Lizana, Zaida Araya y Juan Swears.


El  primer  capítulo  de  ese documento regula minuciosamente el otorgamiento de una pensión no contributiva a varios sectores de exonerados políticos, distinguiendo al efecto las distintas bases de cálculo que se aplicarán según los casos en que éstos se encuentren.


Se    convino    además    la incompatibilidad de dicha pensión con otras provenientes de las instituciones de previsión del régimen antiguo, o de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y con el otorgamiento del bono de reconocimiento; la inaplicabilidad del abono de tiempo por gracia para el cálculo de estas pensiones; el abono de los aumentos de 1/30 o 1/35 por cada hijo, y de 2/30 o 2/35 del sueldo base por mujer viuda, según el régimen previsional de que se trate; y la reajustabilidad de los beneficios entre marzo de 1990 y la fecha de su otorgamiento solamente en conformidad con la variación del Indice de Precios al Consumidor, sin que los afecte ninguna modificación o beneficio que se otorgue a las pensiones con posterioridad a marzo de 1990.


El  segundo  capítulo enuncia los beneficios a que dará derecho el abono de tiempo por gracia, y consigna estipulaciones sobre otras materias, tales como que el concepto de exonerado político que se usa para determinar los potenciales beneficios incluye exclusivamente al sector civil; el compromiso del Gobierno de facilitar el acceso de los exonerados a vacantes o cargos nuevos en la Administración Pública, así como a oportunidades de capacitación o de apoyo a la micro empresa; el reconocimiento   de  que   los   beneficios propuestos constituyen el esfuerzo financiero máximo que el Estado se encuentra en condiciones de hacer en materia de reparaciones económicas para trabajadores exonerados, y que, a través de esta normativa y la declaración de exonerado político se busca, además, reparar el daño moral sufrido por quienes, por causas políticas, fueron exonerados de sus empleos.


3.-   En atención al acuerdo expresado, por Mensaje Nº 170-324, de 28 de julio de 1992, S.E. el Presidente de la República retiró de tramitación el proyecto de ley Boletín Nº 404-13, y, con la misma fecha, envió la iniciativa actual a la H. Cámara de Diputados.


4.-  El día 3 de noviembre de 1992, las mismas partes suscriptoras del acuerdo firmaron un anexo al mismo, en el que se concordó en diversas modificaciones y precisiones al proyecto en trámite, relacionadas con los exonerados de las Universidades del Estado, del Banco Central de Chile y de las empresas intervenidas por la autoridad pública.


Dicho  anexo  fue  recogido, íntegramente, en el Mensaje Nº 159-325, fechado el 4 de noviembre de 1992, por medio del cual S.E. el Presidente de la República formuló indicaciones a este proyecto de ley, las que la H. Cámara de Diputados aprobó en su oportunidad.

------------

DISCUSION GENERAL


La  Comisión     consideró detenidamente los fundamentos de este proyecto de ley, que S.E. el Presidente de la República reseñó en el Mensaje con que lo propuso a la H. Cámara de Diputados.


En  ese  Mensaje,   S.E.  el Presidente de la República distinguió tres grupos de beneficios que se conceden mediante esta iniciativa.


I. - Transacciones extrajudiciales.


En primer lugar, se autoriza al Instituto de Normalización Previsional para celebrar transacciones extrajudiciales a fin de precaver nuevos litigios relacionados con el derecho eventual de los ex-funcionarios públicos que, cumpliendo con la antigüedad mínima legalmente necesaria en actividad, perdieron su empleo por causa de expiración obligada de sus funciones, ocurrida durante el lapso comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, durante el cual se aplicaron diversos textos legales que permitieron exonerar a los funcionarios públicos por el solo acto o decisión unilateral de la autoridad.


La    Superintendencia    de Seguridad Social y la Contraloría  General de la República dictaminaron que, en esos casos, no procedía otorgar jubilación por expiración obligada de funciones, porque la causal especifica que ocasionaba el cese de los servicios no estaba contemplada en la respectiva disposición legal que consagraba el derecho a jubilar por tal causal. Asimismo, dichos organismos dispusieron el rechazo de las peticiones formuladas después de transcurridos más de 5 años, contados desde la expiración de funciones, puesto que en esos casos habría operado, además, la prescripción ordinaria de las acciones legales, en conformidad con las reglas generales del Código Civil.


Los Tribunales de Justicia, en cambio, resolviendo los litigios que han tenido que conocer por demandas interpuestas por numerosos de estos ex empleados públicos, han declarado que la causa de jubilación por expiración obligada de funciones es genérica, y que, en consecuencia, siempre que el empleado cese en funciones por la sola decisión de la autoridad administrativa y no por hecho o culpa suya, debería reconocérsele el correspondiente derecho a jubilar, en la medida que hubiere cumplido los demás requisitos que la ley determine para reconocer tal derecho, entre las que se encuentra el mínimo de 15 o 20 años de servicio o afiliación computable. En cuanto al otro aspecto, los tribunales han resuelto en variados casos que, al no existir norma especifica de prescripción o de caducidad, el derecho a la jubilación es imprescriptible, si bien las cuotas o mensualidades que la constituyen están sujetas a prescripción extintiva.


El Supremo Gobierno -afirma el Mensaje- considera de justicia permitir que se faculte especialmente al Instituto de Normalización Previsional para reconocer, por la vía de la transacción extrajudicial, el derecho a jubilar en las condiciones señaladas a estos ex funcionarios. Aunque esta entidad tiene facultades generales para transigir tanto judicial como extrajudicialmente, lo especial de la autorización aludida es que, junto con habilitarla para resolver todos los casos posibles relativos al asunto, se regula el contrato de transacción extrajudicial de modo general, limitando de esta forma las facultades de su Director para fijar en cada oportunidad las condiciones del referido contrato.


Considera  el  Mensaje  que, además, se justifica el otorgamiento por ley de esta facultad, toda vez que se trata de un elevado número de casos, la transacción importará el reconocimiento de derechos permanentes que comprometen el pago de futuras pensiones, y el otorgamiento de jubilaciones que la Contraloría ha estimado improcedentes, mediante la transacción extrajudicial, podría ser una fundada fuente de reparo por parte del órgano contralor.


II.- Beneficios por gracia


En segundo lugar, el proyecto propone facultar al Presidente de la República para conceder por gracia, a los ex funcionarios de la Administración Pública, centralizada y descentralizada, instituciones semifiscales, empresas autónomas del Estado, municipalidades y ex trabajadores de empresas privadas intervenidas por la autoridad pública, que hayan sido exonerados por motivos políticos, un abono de tiempo computable para la jubilación y, en su caso, un beneficio de pensión no contributiva por vejez, invalidez o por expiración obligada de funciones, para quienes actualmente no tienen derecho a ella, siempre que al momento de su cesación de funciones hubieran cumplido un periodo mínimo de calificación.


El proyecto propone que se considere como exoneración por motivos políticos, la que aparezca asociada con la imputación de parte de la autoridad civil o militar, de activismo político o participación en partidos políticos, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990. Se podrá dar por acreditado este carácter por el solo hecho de que la exoneración haya ocurrido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 31 de diciembre del mismo año, y, de haber sucedido después, deberá ser acreditada de algún modo fehaciente. El carácter político de la exoneración será materia de calificación privativa del Presidente de la República.


El primero de los beneficios que puede otorgarse en estos casos es un abono de tiempo de dos meses por cada año de imposiciones que tenga el interesado con anterioridad a la fecha de su exoneración. Dicho abono tiene un límite máximo de 36 meses dentro de los 3 años siguientes a la pérdida del cargo, y sólo puede referirse a los meses sin cotización dentro de dicho período. Es un beneficio que se otorgará por gracia, utilizando para ello los canales institucionales existentes para las pensiones de gracia que otorga el Presidente de la República.


El tiempo así reconocido podrá hacerse valer ante la respectiva institución previsional del antiguo régimen de pensiones para la obtención de una pensión futura; para solicitar un aumento de las pensiones ya otorgadas, sobre la base del aumento del tiempo computable como consecuencia del abono; o, en el caso de quienes se hayan incorporado al nuevo sistema de pensiones, para obtener una reliquidación del bono de reconocimiento con el mayor tiempo abonado -siempre que dicho bono no haya sido cedido- o el otorgamiento de uno complementario.

El  segundo  beneficio,  sin perjuicio del recién indicado, es la posibilidad de gozar de una pensión no contributiva. Y, al efecto, debe atenderse al número de años de afiliación computable que tuviera a la fecha de cesación en su cargo el exonerado político.


Los exonerados que a la fecha de cesación en su cargo tenían a lo menos 10 años de afiliación computable en su régimen previsional, pero no tuvieron derecho a obtener pensión, podrán obtenerla ahora, siempre que hubiesen cumplido los requisitos legales para pensionarse por vejez o invalidez en su caso, u obtenerla en el futuro, cuando los reúnan. Para cumplir los 10 años de afiliación podrá computarse el tiempo de abono por gracia que se otorgue a estas personas.


Los exonerados políticos que a la fecha de la cesación de sus servicios contaban a lo menos con 15 o 20 años de afiliación -según si ello ocurrió antes o después del 9 de febrero de 1979-, tendrán derecho a pensión sin que sea menester cumplir requisitos de edad o invalidez. Eso sí, en el caso de ex trabajadores del sector privado deberán haber prestado servicios durante cierto período de años en la empresa en que fueron exonerados. El período de 15 o 20 años de servicios o afiliación computable podrá ser completado con el tiempo de abono por gracia, sólo en el caso de los exonerados del sector público.


El Mensaje destaca que estos beneficios quedan enmarcados en el esquema institucional de las pensiones de gracia -que otorga privativamente el Presidente de la República-, por tener carácter no contributivo y financiarse con cargo fiscal.


El  monto  de  la  pensión  se determinará de acuerdo a las normas generales aplicables al antiguo régimen de pensiones, y ella será incompatible con cualquier otra pensión proveniente de un régimen previsional, excepto las concedidas de acuerdo con el decreto ley Nº 3.500, de 1980.


III.- Plazo para solicitar desahucio


Finalmente, se otorga un plazo de 6 meses para solicitar el desahucio a que se refiere el artículo 103 del anterior Estatuto Administrativo, decreto con fuerza de ley Nº 338 de 1960, para quienes no lo solicitaron en su oportunidad, y se vieron afectados por el vencimiento del plazo legal establecido para impetrarlo.

----------


El  señor  Subsecretario  de Previsión Social, don Luis Orlandini, reiteró que el proyecto, básicamente, tiene por objeto abordar la solución de dos tipos de problemas.


El  primero  es  de  carácter esencialmente jurídico, y se relaciona con los funcionarios públicos de la Administración del Estado, incluidos los municipales, que durante la Administración pasada cesaron en sus funciones por razones ajenas a su voluntad, derivadas de decisiones más o menos discrecionales de la autoridad, fundadas en disposiciones legales de diverso carácter.


Algunas de ellas fueron los decretos leyes Nºs 6 y 22, del año 1973, en virtud de los cuales todos los funcionarios de la Administración del Estado fueron declarados en calidad de interinos, con el manifiesto propósito de privarlos por esta vía de la propiedad de su cargo y removerlos sin dificultad, y, consecuencialmente, quedaron privados del derecho a pensionarse en los casos en que se trataba de funcionarios con más de 15 años de servicio, todos los cuales en esa época -en virtud del Estatuto Administrativo, D.F.L. 338, del año 1960, y las leyes Nºs 6.606, 6.742 y 10.332-, podrían haber jubilado por la causal denominada expiración obligada de funciones, cuando cesaban por la voluntad del empleador y no por hecho o culpa del trabajador, en aquellos casos en que la persona tenia la propiedad de su empleo.


Durante     la     anterior Administración se aumentó el número de años para tener derecho a este beneficio de 15 a 20 años de servicio o afiliación computable, por lo que hubo muchos funcionarios que con posterioridad a esa modificación legal cesaron en sus funciones y tampoco se les reconoció el derecho. También, como fruto de una política destinada a reducir el gasto público, se aprobaron otras disposiciones legales que facultaron igualmente al Ejecutivo para provocar la cesación de funciones de numerosos funcionarios públicos.


Destacó que los organismos de la Administración Central encargados de interpretar estas normas, léase Superintendencia de Seguridad Social   y    Contraloría   General  de  la República, dictaminaron que estos funcionarios no tenían derecho a pensionarse en estas circunstancias, aún cuando hubieran cumplido los 15 o 20 años según el caso.


Al aproximarse el término de la Administración pasada, comenzaron a deducirse demandas judiciales que han sido crecientes en su número, en virtud de las cuales se solicitó la declaración de que estas personas tenían derecho a pensionarse, y los tribunales, interpretando las disposiciones legales pertinentes, comenzaron a acogerlas casi en su totalidad, sosteniendo que la enumeración de los casos de expiración obligada de funciones es meramente ejemplar y que, en consecuencia, el trabajador está amparado por estas normas legales en todos los casos en que la cesación de funciones se produce por una decisión libre de la autoridad y no sea causada por un hecho o culpa del trabajador.


Se discutió  también  en  los tribunales el tema de la prescripción. No obstante que hay numerosas disposiciones que contemplan plazos de prescripción de derechos previsionales, hay algunas leyes en que la vigencia de plazos específicos no está clara y uno de los casos es éste. El Instituto de Normalización Previsional y el Consejo de Defensa del Estado invocaron los plazos generales de prescripción extintiva del Código Civil, rebatiendo a los demandantes que afirmaban, por su parte, que si no hay plazo específico no debería aplicarse. Existen argumentos válidos en uno y otro sentido, como lo demuestra la presencia de fallos de la Excma. Corte Suprema que han aplicado los plazos de prescripción extintiva de cinco años, pero son excepcionales. En la mayoría de los casos los tribunales han resuelto que, en lo que concierne al ejercicio del derecho a la pensión y al reconocimiento del derecho a pensionarse, si no hay norma especifica de prescripción, el derecho es imprescriptible y que, en cambio, lo que sí prescribe es el derecho a percibir las mensualidades que se hayan devengado antes de cinco años contados desde la fecha de presentación de la demanda.


Las      demandas      siguen presentándose, y cabe destacar que no se trata de personas que invoquen la calidad de exonerados políticos, sino que fueron exonerados en las condiciones que se detallaron. Si bien algunos de ellos perdieron su cargo por circunstancian políticas, este tema no fue materia de discusión en los juicios, en los que se esgrimieron razones estrictamente jurídicas.


Aclaró el señor Subsecretario que, en esta primera situación que contempla el proyecto de ley, el Ejecutivo estima que hay una fácil respuesta, pues no cabe dudas de la jurisprudencia de los tribunales en ese sentido. Es, pues, insostenible para la autoridad no tomar medidas para que la gente pueda obtener el reconocimiento de su derecho sin tener que acudir a los tribunales, por la vía de autorizar al Director del Instituto de Normalización Previsional para que transija extrajudicialmente con los afectados, reconociéndoles el derecho en la forma que señala el proyecto, que es una especie de contrato regulado de transacción, en el que va implícita la renuncia a una parte del pago retroactivo que se haría al pensionado.


Precisó que hoy día la ley vigente autoriza al Director del Instituto de Normalización Previsional para transigir judicial y extrajudicialmente, pero el Gobierno opinó que, si la Contraloría General de la República sostiene que en estos casos es improcedente el otorgamiento de la pensión, puede esperarse que estas transacciones fueran objetadas, por lo que se prefirió recabar una autorización legal expresa para hacerlo. Además, estas transacciones beneficiarán a un número muy alto de personas, alrededor de 15.000, de las cuales 9.000 fueron exoneradas por razones políticas y 6.000 por otros motivos, lo que implica un costo significativo para el erario fiscal. Debido a estos motivos, el Ejecutivo pensó que esta materia debe ser resuelta por el Parlamento.


El señor Subsecretario puso de relieve que, en esta parte, el proyecto no crea ningún beneficio nuevo, sino que simplemente facilita la solución de materias litigiosas, que siguen teniendo ese carácter y respecto de los cuales los tribunales ya han fijado un criterio. Si bien es cierto que el proyecto crea un mayor costo, no es menos cierto que ese costo se producirá igual en la medida que sigan los litigios, con la salvedad de que, aunque con esta iniciativa los interesados tendrían un beneficio menor que el que eventualmente se les reconocería por los tribunales, aún así les sería conveniente, porque los juicios tienen un costo alto en tiempo y en dinero, esto último debido a que las empresas que se han dedicado a tales asuntos cobran un significativo porcentaje de los pagos retroactivos que perciba el demandante.


En  la  segunda  parte,  el proyecto se hace cargo de otras inquietudes planteadas por el Comando de Exonerados de Chile, cuyos integrantes no se sentían satisfechos con la primera solución, ya que sostuvieron que se les daría lo mismo que los tribunales ya les están reconociendo. Se hizo presente que hubo diversas personas que cesaron en sus cargos sin tener cumplidos los 15 o 20 años de afiliación y que en la Administración pasada no tuvieron posibilidad de volver a trabajar, por lo que se pidió al Gobierno que todo ese período, desde que fueron exonerados hasta hoy, les fuera reconocido a título de desafiliación.


Eso tenía un costo excesivo que el Estado no pudo aceptar y además, la legislación vigente ya no admite el concepto de desafiliación intermedia, la cual podía haber tenido sentido bajo los sistemas de seguro social, en que las cotizaciones efectivamente financian las prestaciones año a año, pero en el nuevo sistema de pensiones los activos guardan sus dineros en un fondo individual, de forma que los aportes de cotizaciones que pudieran hacerse no financian nada.


Considerando esto, y sólo para los exonerados de carácter político, el Ejecutivo prefirió hablar de abonos por gracia de períodos relativamente reducidos, que era lo máximo que podía ofrecerse, de dos meses por cada año de afiliación que tuvieran los interesados con anterioridad a su fecha de desafiliación, con un tope de 36 meses, con el objeto de aumentar el número de años computables para efectos de poder pensionarse. También se estableció que estas personas podrían hacer valer estos reconocimientos graciosos al acceder a otros beneficios por gracia, que serían pensiones que operan sobre la base de los esquemas vigentes en el sistema antiguo, en el que por regla general para pensionarse por vejez se requería como mínimo 10 años de servicios o de afiliación computable. Por este motivo, el proyecto, como una concesión a los exonerados políticos, les permite, a aquellos que tenían cumplidos los 10 años en el momento de cesar en funciones, pero que no tenían la edad para pensionarse en ese momento, conservar ese derecho para cuando cumplan la edad o se invaliden. Esta es una excepción a los regímenes vigentes incluso en el sistema antiguo, el que requería que fueran actualmente imponentes al momento de solicitar su jubilación.


La última  concesión que  se hace en este proyecto y que fue objeto de indicación por parte del Ejecutivo durante su tramitación en la H. Cámara de Diputados, es la de ampliar estos beneficios, que inicialmente fueron pensados para los exonerados de la Administración del Estado, a los exonerados políticos de empresas privadas, pero intervenidas por la autoridad. Es una situación especial, porque en la empresa privada no existían estos beneficios de jubilación por expiración obligada de funciones, por lo que deberán acreditar una antigüedad de 15 o 20 años de cotizaciones, y se les exige además un determinado número de años en la empresa de la cual fueron exonerados.


Destacó el señor Subsecretario que estos beneficios por gracia guardan armonía con las normas vigentes sobre seguridad social y con la institución de la gracia, facultad que corresponde al Presidente de la República.


Con  respecto  al  costo  del proyecto, el señor Subsecretario precisó que durante los primeros tres años ascendería a 26 mil millones de pesos anuales y 3 mil millones de pesos los años siguientes. La diferencia se produce porque durante esos primeros tres años se pagarán las cuotas de pensión retroactivas.


Precisó que  el  mayor  costo corresponde a las transacciones extrajudiciales, que es de aproximadamente 10 mil millones de pesos anuales para el proyecto en régimen, lo que equivale aproximadamente al 55% del costo total, en régimen, de 19 mil millones.


Se calcula que cerca de las dos terceras partes de las transacciones extrajudiciales corresponderán a exonerados políticos, quienes pueden optar por este mecanismo o por la concesión de una pensión no contributiva, lo que no hará variar significativamente los costos del proyecto.


Desde este  punto  de  vista, consideró que habrán exonerados políticos que no invocarán esa calidad, porque preferirán acogerse a la transacción extrajudicial.


El número estimado de beneficiados con el proyecto alcanza a los 58 mil, de los cuales 52 mil son exonerados políticos. Originalmente se contemplaban 56 mil personas favorecidas, pero con la modificación que la iniciativa experimentó en la H. Cámara de Diputados aumentó en 2.000, con un costo adicional de 800 millones anuales.


Este total de 52 mil exonerados políticos se desglosa en 9 mil que se acogerían a la transacción extrajudicial -los 6.000 restantes no tendrían esa calidad-; 10.699 que solicitarán pensiones no contributivas, y 32.301 que pedirán el abono de tiempo, sin quedar amparados por las transacciones extrajudiciales.


En la siguiente tabla se observan los costos totales y el detalle de cada rubro:
	TIPO DE BENEFICIO
	EN REGIMEN
BENEFI- COSTO ANUAL
CIARIOS
	PRIMER AÑO
BENEFI-  COSTO ANUAL
CIARIOS

	(1)TRANSACCIONES EXTRAJUDIALES

   (Incluído abono de tiempo)
(2) PENSIONES NO CONTRIBUTIVAS
(3) ABONO DE TIEMPO:

    (Sin t. extrajudiciales)
	15,000      9.985

10,699       7,742

32,301       1,306
	15,000       9,985

 7,850       6,294

10,129         585


	TOTAL BENEFICIOS PERMANENTES
	58,000      19,033
	32,980      16,864



	(4) DESAHUCIO DFL Nº 338
(5) TRANSACCIONES EXTRAJUDICIALES

    (Pago retroactivo)
	
	   300         135

             9,236



	TOTAL
	58,00       19,033
	33,280      26,235



Asimismo, el señor Subsecretario insistió en que las personas que se acogen a la transacción extrajudicial acceden de inmediato a los beneficios de la ley, lo que no ocurre necesariamente con el abono de tiempo, que podrá en algunos casos operar inmediatamente, y en otros lo hará a futuro, cuando  se cumplan  los demás requisitos exigidos.
-----------


El H.  Senador señor Thayer observó que el proyecto no distingue entre las personas que al cesar en funciones recibieron indemnización en virtud de leyes especiales, y aquellas que no han obtenido compensación alguna. Dio a conocer sus dudas en relación con el caso de quienes fueron exonerados por razones diferentes de las políticas y que obtuvieron otro trabajo o percibieron algún tipo de beneficios, como en el caso de empresas regidas por el Código del Trabajo, lo que, a su juicio, configura una situación que merecería un trato diferente.


Adujo el señor Subsecretario que, en efecto, no se ha efectuado esa distinción porque son beneficios de distinta naturaleza jurídica, toda vez que la indemnización deriva del término de la relación laboral y se agota en un pago, sin incidir en el derecho a pensión, y por ello tampoco han hecho esa diferencia los tribunales de justicia.


El H. Senador señor Hormazábal creyó útil conocer antecedentes sobre las personas que resultarían beneficiadas por el proyecto y que, en su oportunidad, recibieron indemnizaciones especiales, pero puntualizó que, como las pensiones no contributivas a que se refiere el proyecto se relacionan con las remuneraciones anteriores a la exoneración, no podría considerarse la indemnización que fue consecuencia de ella.


El  H.  Senador  señor  Piñera consideró que este proyecto distingue claramente dos casos: el primero es el de aquellas personas a quienes los tribunales ya han reconocido su derecho a jubilar por las condiciones en que se produjo su exoneración; y el segundo es de quienes actualmente no tienen beneficios y sólo los obtendrían por la aprobación de esta iniciativa.


Agregó que,  en una primera estimación, el costo total acumulado del proyecto oscilará entre los 500 y los 600 millones de dólares, lo que lo transforma en uno de los de más alto costo que el Congreso Nacional haya estudiado hasta ahora, como proyecto específico.


Dio  a  conocer  que,   sin discutir la justicia de la reparación, su duda radica en la forma de asegurar que se llegue con este tipo de beneficios a las personas que realmente hay que compensar y que no se esté apuntando a un universo demasiado amplio. Por ejemplo, los beneficios de la ley comprenden situaciones que se extienden hasta 1990, pero el problema no necesariamente coincide con toda la época del Gobierno Militar, sino que más bien estuvo centrado en su primera etapa.


A su juicio,  los beneficios que concede el proyecto son razonables, pero la gran cantidad de eventuales beneficiarios hace necesario precisar muy bien quienes pueden haber sido afectados y deberían tener acceso a los mismos, a fin de evitar que los reciban personas que no los necesitan.

El  señor  Subsecretario  de Previsión Social dijo que, en su opinión, el universo de beneficiarios está bien planteado, en la forma que lo hace el proyecto, porque si bien la exoneración política fue mayor en la primera etapa de la Administración anterior, en menor grado se habría seguido produciendo hasta el final de ella.


El H.  Senador señor Thayer expuso que le preocupa la calificación de exonerado, que va a escapar al control de la Contraloría General de la República, motivo por el cual las disposiciones que definen qué se entiende por exonerado deben ser muy precisas, para que los beneficios comprendan realmente los casos de las personas afectadas que los necesitan.


El  H.  Senador  señor  Otero planteó que la exoneración por motivos políticos es una causal muy extensa, sobre todo si se piensa que mucha gente fue exonerada por reducción de la Administración Pública, lo que es distinto, porque se trató de necesidades de funcionamiento, de manera que no todas las personas que salieron por cualquier motivo en esa época pueden pretender haber sido exonerados por motivos políticos. Muchas personas fueron exoneradas por motivos políticos entre los años 1970 y 1973, y sin embargo no están incluidos en este proyecto, así como hubo quienes fueron exonerados durante el Gobierno Militar y eran partidarios de éste, por lo que no hubo motivos políticos al poner términos a sus servicios.


El señor Subsecretario expresó que el tema de la definición de exonerados políticos, así como la prueba de esta calidad, es motivo de una reglamentación detallada en el proyecto, y por tratarse de beneficios de gracia el uso de la facultad de concederlos se agota con la decisión del Presidente de la República, evitando que pueda ser fuente de nuevos litigios. Subrayó que, al redactar esta iniciativa, se tuvo especial cuidado de no establecer presunciones legales ni otras figuras jurídicas que pudieran estimarse vinculantes para el Presidente de la República.


Apuntó el H.  Senador señor Hormazábal que pudo haber exoneraciones arbitrarias en el período comprendido entre septiembre de 1970 y septiembre de 1973, pero no de la naturaleza de las que se produjeron a partir de este último mes, particularmente por el interinato generalizado para la Administración Pública, que obstó al reconocimiento de la aplicación de las reglas sobre expiración obligada de funciones del Estatuto Administrativo.


Sostuvo el H.  Senador señor Otero que le constan las exoneraciones políticas producidas en el período 1970 - 1973, las que deberían recibir un tratamiento similar al de aquellas que se produjeron con posterioridad. Agregó que le preocupa la aplicación del sistema de pensiones de gracia, manifestando su disconformidad con que los hechos queden entregados a una apreciación funcionaria, en lugar de acreditarse frente a un tribunal.


La H.  Senadora  señora  Soto hizo presente, por encargo expreso del H. Senador señor Calderón -quien sólo pudo concurrir a la primera de las sesiones en que se trató este tema por haber sufrido después un accidente-, el caso de numerosos campesinos de la XII Región, que trabajaron largos años para la Sociedad Explotadora de Tierra del Fuego, en sus diversas estancias, los cuales, debido al proceso de reforma agraria y al hecho de que algunas estancias no se habían transformado en cooperativas, pasaron a ser funcionarios de la Corporación de la Reforma Agraria. En esas circunstancias, muchos de ellos, en especial los que tenían responsabilidades de dirección sindical, fueron despedidos en el año 1973 o después, sin que hubiesen alcanzado a cumplir tres años en la Administración Pública.


Destacó  esa H.  Senadora el vivo interés del H. Senador señor Calderón que en esta iniciativa de ley quede comprendida esta situación, a fin de reparar, dentro de lo posible, la exoneración de que fueron objeto esas personas.


El  señor  Subsecretario  de Previsión Social aclaró que el proyecto de ley no contiene una norma especial para el caso reseñado, por lo que cada situación debería ser analizada en particular, de manera que esas personas podrán acogerse a sus disposiciones siempre que cumplan los requisitos exigidos para alguna de las diversas hipótesis que se contemplan.


El  H.  Senador  señor  Thayer precisó que en el proyecto se deben distinguir dos situaciones.


En primer lugar, el caso de quienes perdieron sus empleos a raíz del interinato decretado para la Administración Pública y de aquellos que fueron exonerados por la reducción de cargos públicos, mediante la aplicación de disposiciones que se encontraban vigentes, constituyendo -en su opinión-en ambos casos una expiración obligada de funciones, y que representa un costo que de tedas maneras se va a producir para el Estado, por cuanto la jurisprudencia reiteradamente ha acogido las acciones interpuestas por los afectados.


En segundo lugar, se encuentra una situación de política contingente, en que el despido derivó de la falta de aceptación de la legitimidad del Gobierno, y consecuencialmente se produjo la ruptura de la continuidad previsional, sea por falta de oportunidades de trabajo en el país o por haberse ausentado del mismo, en otras palabras, una pérdida de años de servicio para los efectos de pensionarse, que se compensa a los exonerados por la vía del abono de tiempo y de la pensión de gracia.


Afirmó que,  si  una persona cambia de lugar de trabajo, no porque la causal de su alejamiento de aquel en que laboraba haya sido política deberá tener derecho a que le abone como servido el tiempo que se desempeñó en otra parte. Pero, si tuvo que salir del país como exiliado, es razonable que se le abone el tiempo cuya ausencia le perjudica para la previsión. Este abono no podría aceptarse sin previa calificación de esa imposibilidad de continuar cotizando.


Terminó    señalando    que, respecto de ambas situaciones, la Comisión tendrá que realizar un análisis estrictamente técnico, cuidando que se focalicen los beneficios hacia quienes efectivamente deben recibirlos, y que el costo, que a su juicio está acotado, le corresponderá examinarlo a la Comisión de Hacienda.

El  señor  Subsecretario  de Previsión Social hizo hincapié que, en efecto, el abono de tiempo por gracia corresponde al concepto de desafiliación, ya que sólo puede impetrarse por el periodo en que el exonerado no hizo imposiciones al sistema antiguo.


El H. Senador señor Hormazábal planteó el problema de las personas exoneradas de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones, que quedan excluidas expresamente del proyecto, en circunstancias que respecto de ellas también pudieron haberse generado situaciones anómalas en el Gobierno anterior. Sostuvo que, si bien entendía que pertenecen a un régimen previsional distinto, es necesario considerar su situación, y que no hará cuestión de ello en este momento porque no desea dilatar el despacho de esta iniciativa y los antecedentes de que dispone sobre la materia le dan confianza en cuanto a que pueda ser remediada dentro de un plazo prudencial.


La H.  Senadora señora  Soto pidió dejar constancia de su coincidencia con la posición del H. Senador señor Hormazábal, y de su voluntad de buscar una solución para el grupo, que no es numeroso, de exonerados injustamente de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


- Sometido  a votación en general el proyecto, fue aprobado por unanimidad, con el voto de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza, Pérez y Thayer.


El H. Senador señor Pérez, al fundamentar su voto, dejó constancia que la primera parte del proyecto, relativa a las transacciones extrajudiciales, no le merece dudas, por cuanto regulariza una situación que hoy presenta un vacío legal, haciendo justicia a las personas que beneficia. Pero -agregó- si le asaltan inquietudes respecto de diversos otros aspectos, como los antecedentes que se podrán tener a la vista para calificar la exoneración de política; la entrega de facultades discrecionales -empleando este concepto en su sentido técnico- al Presidente de la República; el número de exonerados políticos, atendidas las informaciones contradictorias de las propias organizaciones de afectados, -puesto que una de ellas, coincidiendo en la estimación del Gobierno, los calcula en acerca de 60.000, y la otra en una cifra no superior a los 40.000- y la inclusión de los exonerados de empresas privadas, materias que considera de gran importancia, teniendo presente que se trata de un proyecto de relevancia financiera.

DISCUSION PARTICULAR


Antes   de   iniciarse   la discusión particular, el H. Senador señor Pérez informó que había contraído un compromiso de pareo con el H. Senador señor Calderón, de modo que no votaría en lo sucesivo respecto de esta iniciativa, en la Comisión.

Artículo 1º.-


Faculta   al   Director   del Instituto de Normalización Previsional para transigir extrajudicialmente con las personas que se indica en el artículo   siguiente,   a   fin   de  precaver litigios eventuales que pueden producirse por la pretensión de los interesados de que se reconozca la obligación del Instituto de otorgarles pensiones de jubilación por expiración obligada de funciones.


Advierte el Mensaje que esta facultad será ejercida por el Director bajo la supervigilancia de la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las atribuciones legales que, de modo general, corresponden a la Contraloría General de la República. Aún cuando ello no era rigurosamente necesario, el texto del proyecto salva de modo expreso la facultad que corresponde actualmente al Director para transigir judicialmente; de manera que -tal como sucede en la actualidad- cada vez que el Instituto sea judicialmente demandado, el Director podrá continuar haciendo uso de la facultad general que, como administrador del mismo, le entrega la ley para transigir en dichos juicios, considerando el legitimo interés del ente que administra y la conveniencia del contrato de transacción.


- Fue aprobado por unanimidad con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.

Artículo 2º.-


Fija,  en diez números,  los términos, requisitos y condiciones que deben cumplir las transacciones extrajudiciales y las personas que pueden optar a ellas.
Nº 1


Señala  que  quienes  podrán acogerse a la transacción son los ex funcionarios de la Administración Pública, centralizada o descentralizada, de las instituciones semifiscales y de administración autónoma, y de las empresas autónomas del Estado; cuyos derechos previsionales hayan estado regidos por el D.F.L. 338 de 1960, el artículo 1º de la ley 6.606 o el artículo 12 del D.L. 2.448 de 1979; que hayan cesado en sus funciones por acto de autoridad y por causa ajena a hecho o culpa suya en los periodos que se indican a continuación; que a la fecha de la solicitud no se encuentren acogidos al sistema de pensiones del decreto ley Nº 3.500, de 1980, y que cumplan además los períodos de servicios o de afiliación, que se expresan en seguida.


En otras palabras, la norma se aplica a los ex funcionarios que al momento de dejar de prestar servicios hayan estado sujetos a alguno de los cuerpos legales que establecen la jubilación por expiración obligada de funciones. Como este beneficio está considerado en el antiguo régimen previsional, se excluye a quienes se hubiesen afiliado al nuevo sistema de pensiones.

Letra a)

Contempla  el  requisito  de antigüedad en servicio o de afiliación computable que, en conformidad con la legislación vigente a la época de cesación de funciones, debía cumplir el ex funcionario regido por el anterior Estatuto Administrativo y que no hubiere sido computado para pensiones.

De esa manera, aquellos cuyo término de funciones se produjo entre el 11 de septiembre de 1973 y el 8 de febrero de 1979 deberán tener 15 o más años de servicios o afiliación computable para la jubilación; y, en caso de que la cesación se haya producido entre el 9 de febrero de 1979 y el 10 de marzo de 1990, deberán reunir 20 o más años de servicios o afiliación computables.


La razón de establecer como fecha divisoria el 9 de febrero de 1979 es que, desde ese día, entró a regir el decreto ley Nº 2.448, que, en su artículo 12, aumentó la antigüedad necesaria a 20 años de imposiciones o de tiempo computable, poniendo término al requisito de 15 o más años de servicios o de imposiciones que contemplaba el artículo 118 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960.

Letra b)

Determina el requisito de años de servicio o afiliación computable para ex funcionarios semifiscales, de empresas del Estado u otras entidades, no regidas por el Estatuto Administrativo.

Al efecto, dispone que quienes cesaron en funciones entre el 11 de septiembre de 1973 y el 14 de diciembre de 1978 deberán tener 15 o más años de servicios o afiliación, y si el término de servicios se produjo entre el 15 de diciembre de 1978 y el 10 de marzo de 1990, deberán tener 20 o más años de servicios o afiliación computable.


A similitud del caso anterior, la oportunidad en que se eleva el requisito de 15 a 20 años como mínimo, obedece a que el 15 de diciembre de 1978 se reemplazó el artículo 1º de la ley Nº 6.606 -en que se requerían 15 años o más de servicios públicos-, en virtud del artículo 9º del decreto ley Nº 2.411, de 1978, que exigió 20 o más años de servicios o de imposiciones .

Letra c)

Establece  el  requisito  de antigüedad en servicio o de afiliación computable para los ex trabajadores de las empresas del Estado u otras entidades públicas, que se regían por el decreto ley N* 2.200, de 1978.


En tales casos, si su despido se produjo por desahucio del empleador entre el 15 de diciembre de 1978 y el 27 de diciembre de 1985, deberán acreditar 20 o más años de servicio o afiliación.


Esta disposición se explica si se considera que hubo trabajadores dependientes de algunas de las aludidas entidades que se regían por las normas laborales comunes y no tenían, por tanto, la propiedad de su empleo.


Sin embargo, la dictación del decreto ley Nº 2.448, de 1979, al reemplazar en su artículo 12 las normas sobre jubilación por expiración obligada de funciones, aludió genéricamente a "los trabajadores de la Administración del Estado, centralizada y descentralizada", lo que dio motivo para que algunos fallos de los tribunales de justicia declararan la procedencia de ese derecho respecto de este personal, discrepando de la Contraloría General de la República, que sostenía que sólo era aplicable a los funcionarios regidos por un estatuto de derecho público.


El 28 de diciembre de 1985 se publicó la ley Nº 18.482, que declaró que el precepto anterior no es aplicable a los trabajadores regidos por el decreto ley Nº 2.200, de 1978. Dicha disposición rige hacia el- futuro y no es interpretativa, según han manifestado los tribunales de justicia.

Nº 2


Establece que, por la
transacción, el Instituto de Normalización Previsional
se obliga a otorgar derecho a jubilación, a contar del
día 1º del primer mes del trienio que anteceda a la
presentación de la solicitud de acogerse a la
transacción.
Nº3

Expresa que las mensualidades
de pensión se comenzarán a devengar desde la fecha
indicada en el decreto o resolución respectiva.


La correlación entre este numerando y el precedente importa que la fecha desde la cual se otorgará la pensión lleva envuelto un pago retroactivo de tres años, contados hacia atrás desde el momento en que se solicite acogerse a la transacción; es decir, desde esa oportunidad se concede el beneficio y empiezan a devengarse las mensualidades respectivas.
Nº 4


Contempla la forma en que se calculará el monto de la pensión. El sueldo base de pensión se determinará conforme con la legislación vigente en el momento de producirse la cesación en funciones, y se pagarán tantas partes de dicho sueldo base como corresponda en conformidad a la ley, considerando los años computables para la jubilación. El monto así determinado se reajustará, reliquidará o revalorizará conforme con las normas que sobre la materia fueren aplicables a las pensiones.


En otras palabras, se aplican las mismas normas que si el interesado hubiese jubilado en su oportunidad, hasta determinar el valor de la pensión a la fecha en que ella comienza a devengarse. Pero, como ese monto no refleja el que le habría correspondido, se aplican las disposiciones sobre reajuste, reliquidación o revalorización, hasta determinar el monto adeudado por el Instituto de Normalización Previsional.


Como éste no ha sido pagado, las mensualidades adeudadas se reajustarán adicionalmente, de acuerdo a la variación del Indice de Precios al Consumidor, entre el mes que antecede a la fecha en que se devengó la mensualidad y el mes que antecede a la de su pago, sin intereses.

Nº5


Dispone    que    la    suma correspondiente a las pensiones devengadas en los 36 meses anteriores a la solicitud de transacción se pagarán en igual número de mensualidades, a contar de la fecha de ésta.


La  H.  Senadora  señora  Soto pidió dejar constancia que a todas estas mensualidades se les aplica el reajuste conforme a la variación del IPC hasta su pago efectivo, a que se refiere la letra d) del Nº 4 precedente.


Acotó el señor Subsecretario de Previsión Social que, en cambio, las mensualidades normales de la pensión se rigen por las reglas generales de reajuste de pensiones.

Nº 6


Prevé  que  el   solicitante renuncie expresamente a cualquier acción que pudiera corresponderle, por causa de su expiración obligada de funciones, y se de por satisfecho en sus derechos.

Nº 7


Señala  que  los  interesados deberán manifestar la voluntad de transigir, mediante declaración escrita ante el Instituto de Normalización Previsional, en el término de seis meses contado desde la fecha de vigencia de esta ley.

Nº 8


Entiende   perfeccionada   la transacción por la manifestación de voluntad del interesado y la resolución del Instituto, y declara como fecha de la transacción la de presentación de la solicitud. Además, suprime para estos casos la necesidad de consulta a la Superintendencia de Seguridad Social.


Explicó el señor Subsecretario de Previsión Social que esta supresión de la consulta tiene por objeto agilizar el procedimiento, ya que serán muchas las transacciones, y la consulta carecería de mayor justificación atendido el carácter regulado de la transacción. Lo anterior no obsta a que la Superintendencia de Seguridad Social conozca de los eventuales reclamos que puedan formularse.

Nº 9


Reafirma la procedencia legal de afectar a la pensión que se otorgue con todas las cotizaciones y descuentos que establecen las leyes reguladoras del régimen previsional a que estaba afecto el interesado a la fecha de la exoneración.

Nº 10


Ordena    que,    una    vez formalizada la transacción, se decrete la respectiva pensión de jubilación.

-------------


A solicitud de la Comisión, la señora Jefe del Departamento Actuarial de la Superintendencia de Seguridad Social, doña Eliana Quiroga,     elaboró   un   ejemplo   de   transacción extrajudicial, que demuestra la forma en que operará el mecanismo previsto en este artículo.


Para tal efecto, se consideró el caso de un funcionario administrativo, grado 15 de la Escala Única de Sueldos, imponente de la Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con 22 años de servicio, que habría sido exonerado el 1º de febrero de 1977 y que presentase su solicitud de transacción el 3 de mayo de 1993.


- De acuerdo al Nº 4, letra a), debe considerarse en primer lugar el sueldo base de pensión.


En   conformidad   con   las disposiciones aplicables en la especie, el sueldo base se calcula considerando las remuneraciones imponibles de los últimos 36 meses, esto es, desde febrero de 1974 a enero de 1977. Cabe advertir que, por razones de simplicidad, se ha excluido la asignación de antigüedad que correspondería a este funcionario. Las aludidas remuneraciones imponibles suman la cantidad total de $ 36.999,04, que, dividido por el número de meses, da como resultado $ 1.027,75.


Esta    cifra    debe    ser reliquidada en cumplimiento del decreto ley Nº 2.137, que dispuso una reliquidación extraordinaria de las pensiones concedidas desde el 1º de enero y hasta el 31 de diciembre de 1977 -repitiendo los precedentes de anteriores disposiciones legales que persiguieron remediar la desvalorización del cálculo inicial de las pensiones, a saber los decretos leyes Nºs 670, de 1974, 958, de 1975 y 1463, de 1976-, lo que da la cantidad de $ 2.055,50.

- En seguida, según la letra b) del N* 4, ha de considerarse el porcentaje o parte de dicho sueldo base que corresponda según los años de servicio del interesado, o sea 22/30 avos ($ 2.055,50 : 30 $ 0,0685166 x 22 = $ 1.507,37).


La pensión inicial, a febrero de 1977, es entonces de $ 1.507,37.


El cuadro que sigue da cuenta de esta etapa del cálculo:
SUPUESTOS: FECHA DE EXONERACIÓN = 1º DE FEBRERO DE 1977
           FECHA DE SOLICITUD DE TRANSACCIÓN= 3 DE MAYO DE 1993
           FECHA PRIMER PAGO = OCTUBRE DE 1993

           FUNCIONARIO ADMINISTRATIVO GRADO 15 E.U.S.

           IMPONENTE DE CANAEMPU CON 22 AÑOS DE SERVICIO

           NO SE CONSIDERA ASIGNACIÓN DE ANTIGÜEDAD
I.- CALCULO PENSIÓN INICIAL

	REMUNERACIONES IMPONIBLES ($)

	MES
	1974
	1975
	1976
	1977

	ENERO
	
	313,70
	1.132,62
	3.235,00

	FEBRERO
	121,00
	313,70
	1.132,62
	

	MARZO
	121,00
	417,30
	1.495,12
	

	ABRIL
	121,00
	417,30
	1.495,12
	

	MAYO
	157,30
	417,30
	1.495,12
	

	JUNIO
	157,30
	713,60
	2.078,22
	

	JULIO
	188,76
	713,60
	2.078,22
	

	AGOSTO
	188,76
	713,60
	2.078,22
	

	SEPTIEMBRE
	188,76
	884,90
	2.618,56
	

	OCTUBRE
	234,10
	844,90
	2.618,56
	

	NOVIEMBRE
	234,10
	844,90
	2.618,56
	

	DICIEMBRE
	313,70
	1.132,62
	3.089,90
	

	
	2.025,78
	7.807,42
	23.930,84
	3.235,00


TOTAL REMUNERACIONES






$ 36.999,04
SUELDO BASE ($ 36.999,04 : 36)



$  1.027,75
SUELDO BASE RELIQUIDADO D.L. Nº 2.137


$  2.055,50

PENSION INICIAL A FEBRERO DE 1977.



$  1.507,37


- De acuerdo a la letra c) del referido Nº 4, el monto así determinado debe reajustarse conforme a las normas que rigieron en su oportunidad para las pensiones entre la fecha de cese de funciones (febrero de 1977) y la fecha desde la cual se empieza a devengar la pensión (mayo de 1990, correspondiente al día 1º del primer mes del trienio que antecede al día de presentación de la solicitud, efectuada el 3 de marzo de 1993).


La aplicación de la tabla de reajuste que se inserta a continuación arroja como resultado a mayo de 1990 la cantidad de $ 27.332,35, que es la que corresponde al período comprendido entre noviembre de 1989, en que se aplicó un reajuste de pensiones, y julio de 1990, en que comenzó a regir el siguiente.

REAJUSTE DE PENSIONES

	
	MONTO


	REAJUSTE


	
	PENSIÓN


	

	
	($)
	($)


	Febrero 1977
	1.507,37
	

	Marzo
	1.793,77
	19.00

	Mayo
	1.865,52
	4.00

	Julio
	2.201,31
	18.00

	Diciembre
	2.597,55
	18.00

	Marzo 78
	2.805,35
	8.00

	Julio 
	3.085,89
	10.00

	Diciembre
	3.456,19
	12.00

	Marzo 79
	3.663,57
	6.00

	Julio
	4.066,56
	11.00

	Diciembre
	4.798,54
	18.00

	Abril 80
	5.182,42
	8.00

	Octubre
	5.907,96
	14.00

	Junio 81
	6.704,35
	13.48

	Octubre 82
	7.680,51
	14.56

	Mayo 83
	8.993,11
	17.09

	Enero 84
	10.355,56
	15.15

	Noviembre
	12.426,67
	20.00

	Mayo 85
	12.742,31
	2.54

	Enero 86
	14.559,37
	14.26

	Julio
	15.840,59
	8.80

	Mayo 87
	18.440,03
	16.41

	Abril 88
	21.372,00
	15.90

	Enero 89
	23.380,96
	9.40

	Noviembre
	27.332,35
	16.90

	Julio 90
	31.568,86
	15.50

	Febrero 91
	36.310,50
	15,02

	Julio
	40.159,42
	10,60

	Noviembre
	46.444,37
	15,65

	Julio 92
	46.444,37
	 0,00

	Diciembre
	53.434,24
	15,05



Concluido así este cálculo teórico del reajuste que habría tenido el valor de la pensión desde la cesación de las funciones hasta la fecha en que ella se devenga efectivamente, en lo sucesivo le serán aplicables a sus mensualidades las reglas generales sobre reajuste de pensiones del decreto ley Nº 2.448, de 1978. 
- Por mandato de la letra d) del Nº 4, las mensualidades que adeude el Instituto de Normalización Previsional se reajustarán adicionalmente conforme a la variación del Indice de Precios al Consumidor entre el mes que antecede a la fecha en que se hayan devengado y el mes que antecede a la de su pago.


En   otras   palabras,   como aparece del cuadro II, desde mayo de 1990 en adelante, a las mensualidades comprendidas en el trienio de que se trata, le serán aplicables, además de los reajustes generales de pensiones, el Indice de Precios al Consumidor que se produzca hasta su pago efectivo.


- El Nº 5 del artículo en comentario establece que el pago de las mensualidades correspondientes a los tres años que anteceden a la fecha de acogimiento a la transacción, esto es, desde mayo de 1990, se efectuará en 36 mensualidades a partir de esa fecha.


Estimada a mayo de 1993, la pensión reajustada en virtud de los reajustes generales de pensiones es de $ 53.434,24, y, reajustada dicha cantidad conforme a la variación del Indice de Precios al Consumidor, asciende a $ 53.915,15.


El valor total de la deuda retroactiva reajustada por la variación del IPC, es de $1.793.752,21 a mayo de 1993, lo que, dividido por las 36 mensualidades de pago, arroja un valor inicial para esta mensualidad de $ 49.826,45.

El cuadro II a que se ha aludido
refleja este estado del proceso del  cálculo:
II.- CALCULO VALOR INICIAL DE LAS MENSUALIDADES RETROACTIVAS

SUPUESTO: VARIACIÓN DE I.P.C.= 0,9% MENSUAL DE ABRIL A DICIEMBRE DE
          1993 EN CONSECUENCIA I.P.C. ABRIL DE 1993 = 202.37513
	
	PENSION

NOMINAL
	FACTOR

REAJUSTE

	PENSION
REAJUSTADA

	
	
	I.P.C.


	A MAYO DE 1993

	
	  $

	
	  $


	Mayo 1990
	27.332,35


	1,621596


	44.322,01



	JUNIO


	27.332,35


	1,597278


	43.657,36



	JULIO


	31.568,36


	1,562984


	49.341,62



	AGOSTO


	31.568,86
	1.527338


	48.532,00



	SEPTIEMBRE


	31.568,86


	1,507001


	47.574,30



	OCTUBRE


	31.568,86


	1,436711


	45.355,33



	NOVIEMBRE


	31.568,86


	1,383826


	43.686,76



	DICIEMBRE


	31.568,86


	1,371756


	43.304,77



	ENERO 1991
	31.568,86


	1,364633


	43.079,92



	FEBRERO


	36.310,50


	1,358861


	49.340,92



	MARZO

	36.310,50


	1,357129


	49.278,05



	OBRIL


	36.310,50


	1,341565


	48.712,91



	MAYO
	36.310,50


	1,317289


	47.831,43



	JUNIO


	36.310,50


	1,28^48


	46.668,00



	JULIO


	40.159,42


	1,262005


	50.681,39



	AGOSTO


	40.159,42


	1,231588


	49.781,13



	SEPTIEMBRE


	40. 159, 42


	1,224735


	49.184,62



	OCTUBRE


	40. .59,42


	1,200931


	48.549,98



	NVIEMBRE
	46.444,37


	1,174960


	54.570,28



	DICIEMBRE


	46.444,37


	1,164213


	54.071,13



	ENERO 1992


	46.444,37


	1,150055


	53.413,56



	FEBRERO


	46.444,37


	1,137514


	52.831,12



	MARZO


	46.444,37


	1,144720


	53.165,82



	ABRIL


	46. 444, 37


	1, 136747


	52.795,51



	«AYO


	46. 444, 37


	1,122000


	52.110,58



	JUNIO


	46.444,37


	1,110121


	51.558,88



	JULIO


	46.444,37


	1,102561


	51.207,76



	AGOSTO

	46.444,37


	1,090383


	50.642,16



	SEPTIEMBRE


	46.444,37


	1,075034


	49.929,27



	OCTUBRE


	46.444,37


	1,050590


	48.793,98



	NOVIEMWE


	46.444,37


	1,035803


	48.107,20



	DICIEMBRE


	53.434,24


	1,021220


	54.568,11



	ENERO 1993


	53.434,24


	1,020499


	54.529,58



	FEBRERO

	53.434,24


	1,018804


	54.438,99



	MARZO
	53.434,24
	1,014717
	54.220,63

	ABRIL
	53.434,24
	1,009000
	53.915,15


TOTAL                           $1.793.752,21

VALOR MENSUALIDADES DE DEUDA

RETROACTIVA a mayo de 1993   = 1.793.752,21/36  = $49.826,45


- Sobre esa base, el cuadro III completa el desarrollo de la letra d) del Nº 4, al ofrecer una visión de lo que se producirá si el primer pago se efectúa en octubre de 1993, suponiendo al efecto una variación mensual del IPC de 0,9% desde el mes de abril en curso hasta diciembre de este año.


Los valores iniciales de las mensualidades son, en cuanto a la deuda retroactiva, $ 52.109,36 (correspondiente a los $ 49.826,45 de mayo con el reajuste consiguiente), y $ 53.434, que corresponde a la pensión normal.


En  el  mes  en  que  deba efectuarse el primer pago, o sea, octubre venidero, tendrán que solucionarse conjuntamente las seis cuotas adeudadas por ambos conceptos desde mayo, lo que dará un total de $ 312.656,16 para la primera de dichas deudas ($ 52.109,36 x 6) y de $ 320.604 para la segunda ($ 53.434 x 6).


Desde  el  segundo  mes  en adelante se regularizará el pago, aplicándose el IPC a la cuota retroactiva y a la normal el reajuste general de pensiones cuando proceda.  Ello, hasta completar las 36 mensualidades de deuda, toda vez que en sucesivo se pagará únicamente la cuota normal.
III.- CALCULO DE MENSUALIDADES RETROACTIVAS A PAGAR SIN ABONO DE AÑOS

SUPUESTO: I.P.C SEPTIEMBRE DE 1993 = 211,6474167

TOTAL DEUDA RETROACTIVA 
$1.793.752,21

VALOR MENSUALIDADES DE DEUDA

RETROACTIVA mayo de 1993 = 1.793.752,21/36  

 =  $49.826,45

Mensualidad retroactiva reajustada a octubre 
($49.826 +1,045427) 






 =  $52.109,36

1º PAGO OCTUBRE 93

Cuotas de Mayo a octubre 1993 = $ 52.109,36 + 6

=  $312.656,16
6 MENSUALIDADES DE PENSIÓN DE $53.434 C/U


=  $320.604,00

(Pensión normal de mayo a octubre 1993) 


   ___________
TOTAL                                                 =  $633.260,19
2º PAGO NOVIEMBRE 93

CUOTA RETROACTIVA DE NOVIEMBRE = $ 49.826,45 X1,0552297= $ 52.578,35

MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL




 = $ 53.434,00

TOTAL






   $106.012,35

3º PAGO DICIEMBRE 93

CUOTA RETROACTIVA DE DICIEMBRE = $49.826,45 X 1,0647267 = $53.051,55








  +
MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL                           = $53.434,00

TOTAL






  =$106.012,35
4º PAGO ENERO 94

CUOTA RETROACTIVA DE ENERO  = $49.826,45 X 1,0743093    = $53.529,02








  +

MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL




  = $53.434,00

TOTAL                                                 = $106.963,02

ETC.

- Una  variación  al  caso reseñado se presentará si, frente a una solicitud del ex funcionario presentada en julio de 1993, se resuelve que él tuvo la calidad de exonerado político y se le otorga el beneficio por gracia que contempla el proyecto, consistente en dos meses de cotizaciones o servicios computables para la respectiva pensión, por cada año de cotizaciones en el régimen antiguo registrado al momento de la exoneración, con un límite máximo de 36 meses, vale decir, de tres años.


Como este funcionario habría tenido 22 años de servicio, queda alcanzado por dicho límite de 36 meses de abono por gracia, y tendría derecho a que su pensión se calcule con 25/30 avos, con lo cual la pensión inicial a febrero de 1977 ya no seria de $ 1.507,37, sino $ 1.712, 92 ($ 2.055,50 : 30 = $ 0,685166 x 25 = $ 1.712,92).


Ahora  bien,  en  virtud  del artículo 5º, N* 1, letra b) del proyecto, atendido que esta persona ya recibe pensión desde marzo de 1990, ella le será reliquidada considerando ese abono, a partir del día 1º del mes siguiente al de presentación de su solicitud de abono por gracia, o sea, en la especie desde agosto de 1993.


Por consiguiente, en el primer mes de pago -continuando con el ejemplo, octubre de 1993- se le enterarán 6 cuotas retroactivas actualizadas de $ 52.109,6 cada una, correspondientes a la deuda existente hasta abril de 1993, 3 cuotas de la pensión normal de $ 53.424 cada una -por los meses de mayo, junio y julio de 1993- y 3 cuotas de la pensión normal reliquidada de $ 60.721 cada una, por los meses de agosto, septiembre y octubre.

Desde el segundo pago en adelante, se pagará la cuota retroactiva reajustada según IPC, hasta enterar las 36 mensualidades de pago, y la mensualidad normal reliquidada.


Esta situación queda reflejada en el cuadro IV que sigue, y su anexo sobre reajuste de pensiones:
IV.- RELIQUIDACIÓN PENSIÓN POR ABONO POR GRACIA

SUPUESTO: EL 15 DE JULIO DE 1993 SOLICITA ABONO POR GRACIA

SUELDO BASE LIQUIDO SEGÚN D.L. Nº 2.137                $2.055,50

PENS. INICIAL A FEBRERO DE 1977 CON ABONO              $1.712,92

PENS. REAJUS. A MAYO 93/ REAJUSTES DE PENSIONES        $60.720,73

V.- CALCULO DE MENSUALIDADES A PAGAR CON ABONO DE AÑOS

MENSUALIDADES DE DEUDA RETROACTIVA   $49.826,45 x 1,045817322864=$52.109,36
1º PAGO OCTUBRE 1993

6 CUOTAS RETROACTIVAS ACTUALIZADAS ($52.109,36 +6)      $312.656,19
                                                       +

3 MENSUALIDADES DE PENSION DE $53.424 C/U              = $160.272,00

                                                       +

3 MENSUALIDADES DE PENSION DE $60.721 C/U              =$182.163,00

                TOTAL                                  =$655.091,19

2º PAGO NOVIEMBRE 93

CUOTARETROACTIVADE NOVIEMBRE =$49.826,45* 1,0552296787698=$52.578,35

                                                       +

MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL RELIQUIDADA              =$60.721,00

TOTAL                                                  =$ 113.299,35

3º PAGO DICIEMBRE 93

CUOTA RETROACTIVA DE DICIEMBRE =$19.826,45 x 1,0647267458788 =$53.051,55

                                                         +

MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL RELIQUIDADA                =$60.721,00

TOTAL                                                   =$113.772,55

4º PAGO  ENERO 94
CUOTA RETROACTIVA DE ENERO =$49.826,45 x 1,0743092865917 =$53.529,02

                                                         +

MENSUALIDAD DE PENSION NORMAL RELIQUIDADA               =$60.721,00

TOTAL                                                   =$114.250,02

REAJUSTE DE PENSIONES
	MARZO 77
	2.038.37


	19,00%


	MAYO
	2.119,91
	 4,00%

	JULIO


	2.501,49

	18,00%

	DICIEMBRE 
	2.951,76
	18,00%

	MARZO 78


	2.187,90


	 8,00%

	JULIO


	3.506,09


	10,00%

	DICIEMBRE
	2.327,49


	12,00%

	MARZO 79
	4.163,14


	 6,00%

	JULIO
	4.621,09


	11,00%

	DICIEMBRE


	5.452,88


	18,00%

	ABRIL 80


	5.889,12
	 8,00%

	OCTUBRE


	5.713,59


	14,00%

	JUNIO 81


	7.618,58

	13,48%

	OCTUBRE 82


	8.727,85


	14,56%

	MAYO 83
	10.219,44


	17,09%

	ENERO 84
	11.767,68


	15,15%

	NOVIEMBRE


	14.121,22 

	20,00%

	MAYO 85
	14.479,90


	 2,54%

	ENERO 86
	16.544,73


	14,26%

	JULIO
	18.000,67


	 8,80%

	MAYO 87
	20.954,58


	16,41%

	ABRIL 88
	24.286,36


	15,90%

	ENERO 89
	26.569,26


	 9,40%

	NOVIEMBRE
	31.059,49


	16,90%

	JULIO 90


	23.873,71


	15,50%

	FEBRERO 91


	41.261,94


	15,02%

	JULIO


	45.635,70


	10,60%

	NOVIEMBRER

	52.777,69


	15,65%

	JULIO 92
	52.777,69


	 0,00%

	DICIEMBRE

	60.720,73
	15,05%


----------

- Sometido a votación el artículo 2º, resultó aprobado por unanimidad, con modificaciones, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.


Las únicas modificaciones que se introdujeron consisten en sustituir la expresión "y/o" referida a los años de servicios o imposiciones, todas las veces que aparece, por la conjunción "o".


Se tuvo presente para adoptar esta decisión que la referida expresión no corresponde a las reglas de redacción ni de estructura de frases, tanto así que el signo "/" no está contemplado entre aquellos que acepta la gramática española. Por lo demás, los precedentes legales en la materia, como el artículo 118 del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979, y el artículo 9º del decreto ley Nº 2.411, de 1978, utilizan los términos "años de servicios o de imposiciones"; "años de imposiciones o de tiempo computable", y "años de servicios o imposiciones", respectivamente, en el sentido de equivalencia que también tiene la conjunción "o" de acuerdo al Diccionario de la Lengua Española.

Artículo 3º.-


Otorga a los ex funcionarios de la Administración Pública centralizada y descentralizada, instituciones semifiscales, empresas autónomas del Estado, municipalidades, Universidades del Estado y Banco Central de Chile que hubiesen sido exonerados por motivos políticos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, el derecho a solicitar del Presidente de la República el abono por años de afiliación y los beneficios de pensiones no contributivas, por gracia, que se consagran en los artículos siguientes.


Extiende  estos  beneficios  a los ex trabajadores de empresas privadas intervenidas por la autoridad pública o de aquellas a las que ésta hubiere puesto término, que hayan sido despedidos durante la intervención o con ocasión del término de las mismas.


De esta forma, será la ley la que regule los beneficios por gracia -abono de tiempo de afiliación y pensión no contributiva- que el Jefe del Estado podrá otorgar a las personas que reúnan las condiciones para acceder a ellos.


El H.  Senador  señor Thayer hizo presente su inquietud por el hecho de que, el tener habitualmente rentas más altas los trabajadores de empresas privadas que los del sector público, al determinarse el monto de sus pensiones, con cargo al Fisco, pudiese no estarse otorgando un beneficio en forma equitativa.


Observó el señor Subsecretario de Previsión Social que ello sería una simple consecuencia de la aplicación de las normas contempladas en los respectivos regímenes previsionales.


- Fue   aprobado   por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.
Artículo 4º.-


Fija las normas para obtener el abono de afiliación por gracia, el cual -según expresa el Mensaje- tiene por objeto compensar al exonerado político que ha registrado lapsos sin imposiciones en su respectivo régimen de previsión con posterioridad a la fecha de su exoneración.


Se establece que este abono podrá ser de hasta dos meses computables para la respectiva pensión por cada año de cotizaciones que el interesado hubiera registrado al momento de su exoneración en cualquiera institución de previsión, excluidas las Administradoras de Fondos de Pensiones, considerándose como año completo, para este efecto, la fracción superior a seis meses. El límite máximo para este abono es el lapso de 36 meses, y siempre sobre la base de que el abono habrá de corresponder a lapsos sin imposiciones dentro de los treinta y seis meses inmediatamente posteriores a la fecha de la exoneración, durante el período en que permaneció afecto al antiguo sistema previsional.


- Se acogió en forma unánime, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.

Artículo 5º.-


Regula los beneficios a que dará derecho el abono de tiempo computable autorizado en el artículo precedente, distinguiendo al efecto entre los interesados que hayan permanecido en el antiguo régimen previsional y los que se hayan incorporado al nuevo sistema de pensiones.

Respecto  de  los  primeros, señala el Mensaje que, en plena consecuencia con las características institucionales del antiguo sistema de pensiones, los interesados que se hubieren mantenido afiliados a alguna institución de previsión de este sistema y que no hubieren obtenido pensión en ninguna de ellas, tendrán derecho a que se agregue la nueva afiliación o cómputo de tiempo por gracia, a la antigüedad previsional acreditada conforme con las normas generales para los efectos de obtener la pensión que corresponda de acuerdo con esas disposiciones.


En caso de que el exonerado político ya se haya pensionado, se le permite computar el abono de tiempo para obtener una reliquidación de su pensión, sobre la base de aumentarla en tantas avas partes como corresponda al período abonado por gracia, de acuerdo con las normas generales aplicables para determinar la proporcionalidad del sueldo base de pensión en función del período de calificación. Esta reliquidación operará para el futuro a contar del primer día del mes siguiente a la fecha en que hubiere sido solicitada, y una vez que se hubiere efectuado el abono respectivo de tiempo computable. Igual reliquidación -y a partir de la misma fecha- se autoriza para las pensiones que estos exonerados puedan obtener en virtud de la transacción extrajudicial.


En  lo que  concierne  a  los exonerados políticos que se hubieren incorporado al nuevo sistema de pensiones, se autoriza una reliquidación del bono de reconocimiento o el otorgamiento de un bono complementario, según proceda, sobre la base del período abonado por gracia. No podrá utilizarse el abono para pedir la reliquidación de un bono de reconocimiento ya cedido para los efectos de pensionarse anticipadamente, aunque la Compañía de Seguros no lo haya cobrado, puesto que en tal caso se está en presencia de una situación jurídica consumada, derivada del perfeccionamiento del contrato de pensión, que este proyecto no pretende revisar.


- Se aceptó por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer, con el solo cambio de sustituir la expresión "y/o" por la conjunción "o", por las mismas razones que se consignaron al aprobar el artículo 2º.

Artículo 6º.-


Regula  los  requisitos  que deberán tener los exonerados políticos para solicitar al Presidente de la República la concesión de pensiones no contributivas, por gracia, así como la oportunidad en que ellas se devengarán y sus modalidades de pago.


Los que a  la  fecha de su exoneración tenían acreditados a lo menos 10 años de cotizaciones en el sistema previsional antiguo y no causaron pensión, podrán solicitar se declare su derecho a obtener una pensión de vejez o invalidez, según corresponda, al cumplir los requisitos de edad o incapacidad, pudiendo hacer valer para el cómputo del plazo el abono por gracia que se le otorgue.


No obstante, tendrán derecho a solicitar pensión no contributiva, sin necesidad de cumplir la edad o estado de invalidez, aquellos exonerados políticos que acrediten, a lo menos, 15 ó 20 años de afiliación computable para pensiones, según si su exoneración se produjo antes o después del 9 de febrero de 1979.


En  cualquiera  de  las  dos situaciones descritas, si fueron exonerados de empresas privadas intervenidas deberán acreditar además cierta cantidad de años de servicios en la empresa en la que trabajaban al producirse la exoneración, en relación inversa con el número de años de imposiciones que registraban a esa fecha. Para este efecto, se contemplan dos escalas distintas, consecuentemente con el hecho de que en el primer caso es un derecho eventual, a diferencia del segundo, que se refiere a la expiración obligada de funciones. Hizo presente el señor Subsecretario que inicialmente el Ejecutivo no contemplaba esta última posibilidad, porque en general -salvo el caso de la Caja Bancaria de Pensiones- en el régimen previsional del sector privado no existía como causal de jubilación la expiración obligada de funciones.


La  respectiva  pensión  se otorgará, en todo caso, con posterioridad a la fecha de vigencia de la ley, y a partir del primer día del mes siguiente a aquél en que -después de declarado el derecho a pensionarse en esta forma- el interesado hubiere presentado la solicitud correspondiente. Ello, sin perjuicio de la fecha especial de inicio de la pensión para quienes se acojan a la transacción extrajudicial.


S.E.  el  Presidente  de  la República, por Mensaje Nº 429-325, de 12 de enero de 1993, formuló indicación para intercalar un nuevo inciso -que estuvo contemplado en el Mensaje con que se dio origen a este proyecto de ley-, en cuya virtud los

exonerados políticos de la Administración Pública, instituciones semifiscales y de administración autónoma, empresas autónomas del Estado -incluyendo las privadas en que organismos estatales hayan tenido más del 50% del capital-, municipalidades, Universidades del Estado y Banco Central de Chile, podrán considerar el tiempo de abono por gracia que se les conceda para completar los 15 o 20 años de servicio o afiliación computable. Este derecho no es aplicable a los exonerados políticos del sector privado, toda vez que, como en los regímenes correspondientes no existe por lo general el derecho a pensionarse por expiración obligada de pensiones, ya es excepcionalísima la posibilidad que se contempla de darles por gracia ese beneficio.


- Sometidos a votación el artículo y la indicación del Ejecutivo, fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.

Artículo 7º.-


Establece,  en lo sustancial, el procedimiento para solicitar se declare la calidad de exonerado político y se resuelva sobre el otorgamiento del abono de tiempo por gracia y la declaración del derecho a pensionarse.


Para tal efecto, deberá presentarse una solicitud -en la forma que indique el reglamento- dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la ley, que se dirigirá al Presidente de la República por intermedio del Ministerio del Interior.

- Fue acogido unánimemente,con los votos favorables de los EH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.

Artículo 8º.-


Detalla quienes se consideran exonerados políticos para los efectos de este proyecto de ley.


El H.  Senador señor Thayer planteó su inquietud respecto de que pudieran resultar beneficiadas por esta ley personas que fueron exoneradas como consecuencia de haber participado en delitos terroristas o comunes que impliquen hechos de sangre, y estimó que estos casos deberían excluirse expresamente para evitar cualquier interpretación en ese sentido. Afirmó que no tendría sustentación admitir que se beneficien a estas personas, las que, a su juicio, no tienen la calidad de exonerados políticos.


La H. Senadora señora Frei co​incidió en la conveniencia de acotar el ámbito de los beneficiarios, explicando que cada vez son más nume​rosas las personas que afirman haber sido exoneradas por razones políticas en Chuquicamata, aún cuando algu​nas de ellas lo fueron por haber sido inculpadas de la comisión de delitos comunes, como robo de materiales.


El señor Subsecretario aclaró que, en efecto, la intención del proyecto es beneficiar a las personas exoneradas por motivos exclusivamente políticos y no a quienes hayan perpetrado hechos delictuales.

Hizo saber,  no obstante, la posición desfavorable del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social en cuanto a modificar la disposición en ese sentido, tanto por creer que esa conclusión fluye de la enumeración ejemplar que allí se contiene, como por su deseo de no introducir cambios que no han sido convenidos con el Comando de Exonerados de Chile, en la medida que se considera vinculado por el acuerdo que se suscribió con esa organización. Ello es sin perjuicio, por cierto, de las decisiones que surjan como consecuencia de la tramitación legislativa de esta iniciativa.


El H. Senador señor Hormazábal compartió el criterio expuesto por el señor Subsecretario, juzgando asimismo que del tenor del proyecto se excluye a quienes cesaron en sus funciones por haber cometido hechos de sangre. Observó que, no obstante, distinto es el caso de una persona exonerada que posteriormente haya cometido delitos, toda vez que el proyecto no lo excluye de estos beneficios, y si lo hiciere se apartaría del criterio estampado en la Constitución Política -concretamente en el artículo 19, Nº 7, letra h)-, en orden a que no puede aplicarse como sanción la pérdida de derechos previsionales.


Se aprobó por dos votos contra uno. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Palza y Ruiz, y en contra lo hizo el H. Senador señor Thayer.


Este último H. Senador fundamentó su voto en que estimaba que debe ser expresa la exclusión de las personas que hayan cometido delitos de sangre y terroristas, y que no había obstáculos para establecerla, toda vez que se trata de beneficios por gracia que recién se están creando, y únicamente desea precisar sus eventuales beneficiarios.

Artículo 9º.-


Establece los medios de prueba por los cuales los interesados deberán acreditar los motivos políticos de la exoneración, permitiendo que puedan darse por acreditados por el solo hecho de que ella haya ocurrido entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973, lo que quedará entregado a la decisión de S.E. el Presidente de la República.


- Fue aprobado por mayoría, con la misma votación anterior.

Artículo 10.-


Entrega en forma privativa al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior, la facultad de calificar si la exoneración tuvo carácter político y la decisión acerca del otorgamiento de los beneficios por gracia. Concedidos los abonos por gracia o el derecho a pensionarse, la resolución correspondiente deberá comunicarse al Instituto de Normalización Previsional.


El H. Senador señor Thayer se declaró partidario de eliminar la referencia que en el inciso primero se hace el Ministerio del Interior. Sostuvo que es innecesaria, ya que el artículo siguiente alude al apoyo que presta ese Ministerio al darle competencia asesora del Jefe del Estado a la Comisión Especial creada en virtud de la ley sobre otorgamiento de pensiones de gracia, y que, además, por la ubicación en que está intercalada la frase respectiva, puede inducir a error la expresión "el que", puesto que no aparece de modo inequívoco si las facultades corresponden al Presidente de la República o al Ministerio del Interior. En su opinión, debe quedar muy claro que la facultad privativa es del Presidente de la República y que se materializa en un decreto que expide por medio del Ministerio del Interior.


El señor Subsecretario manifestó que las referidas atribuciones corresponden al Presidente de la República, y que el objeto de mencionar al Ministerio del Interior es sólo el de determinar la Cartera competente por intermedio de la cual actuará el Presidente, desde el punto de vista administrativo.


- Sometido a votación el artículo con la sustitución de la expresión "y/o" por la conjunción "o", y la exclusión de la frase "a través del Ministerio del Interior", resultó aprobado por unanimidad, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Palza, Ruiz y Thayer.


- La inclusión de la frase "a través del Ministerio del Interior" fue aprobada por los votos a favor de los dos señores Senadores mencionados primeramente, y la negativa del último de ellos.

Artículo 11.-


Expresa el Mensaje que, consecuentemente con la naturaleza institucional del abono y de la pensión por gracia, este artículo dispone que asesorará al Presidente de la República la Comisión que él mismo está legalmente autorizado para formar, en 

virtud de la ley Nº 18.056, sobre pensiones de gracia. Al mismo tiempo, lo autoriza para formar comisiones regionales para que lo asesoren en el específico menester de calificar el carácter político de la exoneración y de otorgar los beneficios por gracia.


- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Ruiz y Thayer.

Artículo 12.-


Señala que, una vez declarada la calidad de exonerado político por parte del Presidente de la República, el Instituto de Normalización Previsional determinará el monto de la pensión aplicando las normas legales que correspondan al respectivo régimen de pensiones, con las modificaciones que se indican en el mismo artículo.


La intervención del mencionado organismo previsional la funda el Mensaje en elementales razones de economía administrativa y en la circunstancia de que tiene la infraestructura necesaria para la administración del beneficio de pensiones. Por ello, este artículo le entrega la responsabilidad de verificación de los períodos de calificación, así como de la ocurrencia de la contingencia de que se trate, para los efectos de otorgar y pagar la pensión.


Si bien la regla general es la aplicación de las normas pertinentes del régimen previsional a que estaba afecto el trabajador a la fecha de cesación de los servicios, la norma en comentario establece disposiciones especiales para evitar excesivos problemas de cálculo, para el caso de los ex trabajadores del sector público -excluidos los de las empresas autónomas del Estado-, de los ex trabajadores de empresas privadas o autónomas del Estado, y de los dirigentes sindicales, situación esta última que se explica porque cuando hacían uso de licencia sindical, no los remuneraba la empresa sino que el sindicato, a quien correspondía enterar sus cotizaciones y muchas veces no se integraban.


Respecto de aquellas personas exoneradas de empresas del sector privado y de las empresas autónomas del Estado con anterioridad al 1º de marzo de 1981, no procederá el descuento del incremento previsional contemplado en el decreto ley Nº 3.501, de 1980. Ello, por cuanto no existía tal incremento a esa fecha, y ahora la ley dispone que se descuente siempre. La norma se refiere sólo al sector privado, toda vez que respecto del sector público se la excluye indirectamente, al considerar sólo el sueldo base y la asignación de antigüedad.


En el cálculo de las pensiones, si se trata de exonerados políticos que reúnan los requisitos para acogerse a la transacción extrajudicial, se considerará el tiempo de imposiciones y el tiempo computable que tenían al cesar en funciones más el tiempo transcurrido entre la exoneración y el 10 de marzo de 1990. En cambio, si no cumplen tales requisitos o son exonerados del sector privado, se contará también el tiempo de imposiciones y el computable, pero sólo el 75% del tiempo transcurrido entre la exoneración y el 10 de marzo de 1990.


Deberá  excluirse  de  estos cálculos el tiempo de imposiciones en el nuevo sistema previsional y, para determinar el tiempo computable, no

se considerará el tiempo abonado por gracia, ya que si así fuera se recibiría un doble beneficio. Se prevé, asimismo, el reajuste del valor inicial de la pensión desde marzo de 1990 -fecha que se utilizó para el cálculo de las remuneraciones- hasta el último día del mes anterior a la fecha de inicio de la pensión.


En todo caso, las pensiones no contributivas no podrán ser inferiores a la pensión mínima establecida en el artículo 26 de la ley Nº 15.386, esto es, $ 31.950,39, ni superior al límite máximo de $430.605, fijado en el artículo 25 de la misma ley, y estarán sujetas a las cotizaciones y descuentos que establecen las leyes del régimen previsional a que estaban afectos, reajustándose del mismo modo.


- Resultó  aprobado  por unanimidad, con cambios formales, al registrarse los votos favorables de los HH. Senadores señores Hormazába1, Ruiz y Thayer.

Artículo 13.-


Dispone  que  los  exonerados políticos del sector público que reúnan los requisitos para acogerse a la transacción extrajudicial y además a la pensión no contributiva, deberán optar por una de ellas.


Indica el Mensaje  que  esta opción tiene por objeto permitir que los interesados puedan elegir el beneficio que estimen más favorable.

- Se aprobó por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Palza, Ruiz y Thayer.

Artículo 14.-


Señala que, con respecto a los exonerados políticos que impetren pensión no contributiva, se entenderán consumidas las imposiciones que registren en el antiguo sistema previsional entre la fecha de la exoneración y el 10 de marzo de 1990, las que no serán útiles para configurar otros beneficios.


El  Mensaje  justifica  esta disposición, manifestando que en el otorgamiento del referido beneficio se considera dicho período.


- Fue aprobado con la misma votación anterior.

Artículo 15.-


Consulta  la  posibilidad  de otorgar pensiones de sobrevivencia no contributivas a los causahabientes de los exonerados políticos ya fallecidos o que fallezcan con posterioridad, dentro de los plazos para impetrar el beneficio, y que reúnan un tiempo mínimo de imposiciones, en conformidad con las normas del correspondiente régimen previsional.


- Quedó aprobado en forma unánime, al recibir los votos de los HH. Senadores señores Palza, Ruiz y Thayer.
Artículo 16.-


Establece la incompatibilidad entre las pensiones y las pensiones de sobrevivencia no contributivas, con cualquier otra pensión a que puedan tener derecho los interesados y con el otorgamiento de bonos de reconocimiento, con excepción de las pensiones concedidas conforme al nuevo sistema previsional.


- Fue   aprobado   por unanimidad, con la misma votación anterior.

Artículo 17.-


Declara  que  el  gasto  que origine la aplicación de esta ley se financiará con recursos fiscales, con cargo al presupuesto del Instituto de Normalización Previsional.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.

Artículo 18.-


Confiere a los titulares de las pensiones no contributivas y de las pensiones de viudez, a que se refiere este proyecto, la calidad de beneficiarios de asignación familiar, correspondiendo el reconocimiento y pago de ésta al Instituto de Normalización Previsional.

Resultó  aprobado  por unanimidad, al registrarse la misma votación anterior.
Artículo 19.-


Otorga un plazo de seis meses para solicitar el desahucio del anterior Estatuto Administrativo, a los ex empleados públicos que no lo hicieron oportunamente, y da normas sobre la determinación y actualización de su monto.


El señor Subsecretario explicó que se pretende darle una oportunidad a quienes, teniendo derecho al desahucio, no lo pidieron en su oportunidad. Se trataría, en todo caso, de muy pocas personas, estimadas en el orden de unas 300.


- Fue acogido con la misma votación anterior.

Artículo 20.-


Excluye  de  los  beneficios contemplados en esta ley, al personal de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile.


En el seno de la Comisión, se manifestó la preocupación por esta exclusión, y se intercambiaron ideas sobre las razones jurídicas de esta medida y los efectos que produciría suprimir el artículo.


El señor Subsecretario explicó que la eliminación del artículo crearía un problema de interpretación, aún cuando por la forma en que está redactado el proyecto podrá estimarse que tampoco cabría entender que se aplicaría a los exonerados de estos organismos. Insistió que no fueron incluidos en 

el proyecto por cuanto tienen un régimen previsional distinto, que no depende del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en el que se radicó el estudio de estos beneficios a los exonerados.


El H. Senador señor Hormazábal expresó que votaría a favor del artículo, en primer lugar porque acepta las razones dadas por el señor Subsecretario y porque se ha comprometido a no demorar el proyecto; y, en segundo lugar, porque dejó constancia en la discusión general acerca de la necesidad de abordar este tema y sabe que está en marcha una proposición para solucionar este problema incluso dentro del marco actual que tienen la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile.


- Resultó  aprobado  por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Hormazábal, Palza y Thayer.


El H.  Senador  señor Thayer expresó que fundaba su aprobación en las razones dadas por el señor Subsecretario.

------------


Consecuentemente   con   los acuerdos expresados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:
ARTÍCULO 2º

Reemplazar la expresión "y/o" las siete veces que se la emplea, por la conjunción "o".
ARTÍCULO 5º

En  su  Nº  1),  letra  a), sustituir la expresión "y/o" por la letra "o".

ARTÍCULO 6º

Intercalar, a continuación de su inciso quinto, el siguiente inciso nuevo:


"Para completar los 15 ó 20 años de servicios o afiliación computable, tratándose de los exonerados a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 3º, podrá considerarse el tiempo de abono por gracia a que se refiere el artículo 4º. Este derecho no será aplicable a los exonerados políticos del sector privado.".

ARTÍCULO 10


En su inciso final, cambiar la expresión "y/o" por la conjunción "o".

ARTÍCULO 12

Inciso tercero
                    En la segunda frase, reemplazar la oración "y/o subsidios por incapacidad laboral devengados en los tres meses" por la siguiente: "o subsidios por incapacidad laboral devengados, en los tres meses".


En la tercera frase, sustituir las expresiones "el 1º de enero de 1974" por "al 1º de enero de 1974".


En la cuarta frase, cambiar la oración "y/o subsidios por incapacidad laboral devengados en los meses" por la que sigue: "o subsidios por incapacidad laboral devengados, en los meses".


En la frase final, sustituir la oración "y/o subsidios por incapacidad laboral correspondientes" por la siguiente: "o subsidios por incapacidad laboral, correspondientes".


Inciso cuarto:


Reemplazar la expresión "y/o las dos veces que aparece, por la letra "o".


Incisos sexto y séptimo:


Sustituir  la expresión "y/o   por la
letra "y".

--------------


En     virtud     de     las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.- Sin perjuicio de sus atribuciones para transigir judicialmente, facúltase al Director del Instituto de Normalización Previsional para que transija extrajudicialmente con las personas que se encuentren en la situación que en esta ley se indica, a fin de precaver litigios eventuales relacionados con la pretensión de los interesados que se declare la obligación de dicho Instituto, de otorgar pensiones de jubilación por causa de expiración obligada de funciones, de acuerdo con las disposiciones legales que se indican en el artículo 2º.


Artículo   2º.-       Estas transacciones extrajudiciales se sujetarán a los términos, requisitos y condiciones que se establecen en los números siguientes:


1.-  Podrán convenir en estas transacciones extrajudiciales los ex funcionarios de la Administración Pública, centralizada o descentralizada, de las instituciones semifiscales y de administración autónoma, y de las empresas autónomas del Estado, cuyos derechos previsionales hayan estado regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, el artículo 1º de la ley Nº 6.606 y sus modificaciones y el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979, que hayan cesado en sus funciones en los períodos que se indican, por acto de autoridad y por causa ajena a hecho o culpa del trabajador, que a la fecha de presentación de la solicitud respectiva no se encuentren afiliados al nuevo sistema de pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y que, además, cumplan con los siguientes períodos de servicios o de afiliación computable para la jubilación:


a) Los ex funcionarios regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, cuyo término de funciones se haya producido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 8 de febrero de 1979, que a la fecha de la separación de su empleo hayan cumplido quince o más años de servicios o de afiliación computable para la jubilación; y aquellos cuya cesación en funciones se haya producido entre el 9 de febrero de 1979 y el 10 de marzo de 1990, que a la fecha de su cesación en funciones hayan cumplido veinte o más años de servicios o de afiliación computable;


b) Los ex funcionarios regidos por la ley Nº 6.606 y sus modificaciones, cuya cesación de funciones se haya producido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 14 de diciembre de 1978, siempre que hayan tenido a la fecha de la cesación quince o más años de servicios o de afiliación computables para la jubilación; y aquellos cuya cesación en el cargo se hubiera producido entre el 15 de diciembre de 1978 y el 10 de marzo de 1990 siempre que hayan tenido veinte o más años de servicios o de afiliación computable, y

c)  Los ex trabajadores de las instituciones o empresas indicadas en la letra precedente, que al momento de su cesación se hubieran encontrado regidos por el decreto ley Nº 2.200, de 1978, que hubieran cesado por desahucio del contrato dado por el empleador, entre el 15 de diciembre de 1978 y el 27 de diciembre de 1985, y que acrediten 20 o más años de servicios o de afiliación computable al momento de la cesación en funciones.


2.- En virtud de la transacción, el Instituto de Normalización Previsional se obligará a decretar el otorgamiento del derecho de jubilación por la causal indicada, a contar del día primero del primer mes del trienio que anteceda al día de la presentación en el Instituto de la solicitud de acogimiento a la transacción que autoriza esta ley.


3.- Las respectivas mensualidades de la pensión se empezarán a devengar desde la fecha indicada en el decreto o resolución respectiva, en conformidad con lo que dispone el número que antecede.


4.- El monto de la pensión se determinará considerando:


a) El sueldo base de pensión que corresponda conforme con la legislación vigente en la época en que se produjo la referida cesación de funciones;


b) El porcentaje o parte de dicho sueldo base a que haya lugar según los años de servicios o de afiliación computable que registre el interesado, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso en el momento de cesación en funciones;


c)  El monto así determinado se reajustará, reliquidará o revalorizará, según corresponda, de acuerdo con las normas vigentes que sobre la materia resulten aplicables a las pensiones, en el período comprendido entre la fecha de cesación en funciones y la fecha desde la cual se empezará a devengar la respectiva pensión;


d)  Las mensualidades que por concepto de aplicación de las normas que anteceden adeude el Instituto de Normalización Previsional se reajustarán adicionalmente conforme con la variación experimentada por el índice de Precios al Consumidor que fija el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes que antecede a la fecha en que se devengó la respectiva mensualidad y el mes que antecede a la de su pago, sin intereses.


5.-      Las       pensiones correspondientes a los tres años que anteceden a la fecha de acogimiento a la transacción, se pagarán en 36 mensualidades a partir de esa fecha.


6.- Mediante  la transacción a que se refiere este artículo, se precave el respectivo litigio, y el interesado que la acuerde se dará por plenamente satisfecho en sus derechos y deberá renunciar a toda acción que pudiere corresponderle por causa de su expiración obligada de funciones.


7.-  Los interesados a que se refiere este artículo, que deseen convenir en la transacción indicada, manifestarán su voluntad de transigir en conformidad con esta disposición, mediante declaración escrita que deberán presentar ante el Instituto de Normalización Previsional, en el término de seis meses contado desde la fecha de vigencia de la presente ley.


8.- La respectiva transacción se entenderá acordada con dicha manifestación de voluntad y con la respectiva resolución del Instituto y se entenderá como fecha de la transacción la de presentación de la solicitud. No se aplicará a dicha transacción, lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4º del decreto ley Nº 49, de 1973, modificado por el decreto ley Nº 3.536, de 1981,


9.- La pensión que se otorgue de acuerdo con este artículo estará sujeta a todas las cotizaciones y descuentos que establecen las leyes respecto de las pensiones del régimen previsional a que estaba afecto el interesado a la fecha de la exoneración.

10.-  Formalizada que sea la transacción, el Instituto procederá a decretar la respectiva pensión de jubilación de conformidad a la ley y a los términos del contrato de transacción regulados en este artículo.


Artículo   3º.-   Los   ex funcionarios de la Administración Pública centralizada y descentralizada, de las instituciones semifiscales y de administración autónoma, y de las empresas autónomas del Estado, de las Municipalidades, de las Universidades del Estado y del Banco Central de Chile que hayan sido exonerados por motivos políticos, durante el lapso comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, tendrán derecho a solicitar del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Interior, los abonos de años de afiliación y los beneficios de pensiones no contributivas, por gracia, que se autorizan en los artículos siguientes.


En el  concepto de  empresas autónomas del Estado a que se refiere el inciso anterior, se entenderán incluidas las empresas privadas en que el Estado o sus organismos hubieren tenido una participación directa superior al 50% del capital a la fecha de la respectiva exoneración.


Para  los  efectos  de  lo dispuesto en el inciso primero, se entenderán incluidos los ex trabajadores de las empresas privadas intervenidas por la Autoridad Pública o de aquellas a las que ésta les hubiere puesto término, que hubieran sido despedidos durante la intervención o con ocasión del término de las mismas dispuesto por la Autoridad.


Se  entenderá  por  empresa privada intervenida aquella en que por acto o decisión de la Autoridad Pública, por sí o por delegado, asumió su administración, privando de ella a sus propietarios o representantes legales.


Artículo 4º.-  Los exonerados políticos a que se refiere el artículo 3º, podrán obtener, por gracia, el abono de dos meses de cotizaciones o servicios computables para la respectiva pensión, por cada año de cotizaciones que tuvieren registradas al momento de su exoneración, en cualquiera institución de previsión, excluidas las que registren en el Sistema de Pensiones del decreto ley Nº 3.500, de 1980, considerándose como año completo la fracción superior a seis meses, con un límite máximo de 36 meses de afiliación o servicios computables.


El  número  máximo  de  meses reconocidos por gracia no podrá exceder, además, de aquellos en que el interesado estuvo desafiliado de todo régimen previsional, comprendidos en el período de los 36 meses siguientes a la exoneración.


Artículo 5º.-El reconocimiento a que se refiere el artículo anterior dará derecho, según corresponda, a los siguientes beneficios:


1) Respecto de los interesados que hubieren permanecido en el antiguo sistema de pensiones:


a)  A que se agregue la nueva afiliación o cómputo de años de servicios abonados por gracia, a la antigüedad previsional acreditada para los efectos de obtener la pensión que en derecho corresponda en el respectivo régimen de pensiones, en caso que el interesado no hubiere obtenido aún pensión; no obstante, dicho reconocimiento no será útil para configurar la exigencia de 15 ó 20 años de servicios o de afiliación computables a que se refiere el artículo 2º.

b) Si se hubieren pensionado,a que su pensión se reliquide considerando el mayor tiempo abonado por gracia, computando este último en la proporción que corresponda de acuerdo con las normas legales que dentro del respectivo régimen de pensiones sean aplicables. En este caso, la reliquidación se aplicará a contar del día primero del mes siguiente a aquél en que se presentó la solicitud de abono por gracia. Igual reliquidación y a partir de la misma fecha, podrá efectuarse respecto de las pensiones que los exonerados políticos pudieren obtener en virtud de la transacción extrajudicial que autoriza esta ley;


2)   Respecto   de   aquellos interesados que se hubieren incorporado al Nuevo Sistema de Pensiones, a una reliquidación del bono de reconocimiento emitido y no cedido de acuerdo con lo establecido en el artículo 68 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o a la emisión de un bono de reconocimiento complementario destinado a incrementar su pensión conforme con las reglas de los incisos quinto y sexto del artículo 69 del mismo cuerpo legal.


Artículo 6º.- Los exonerados políticos a que se refiere el artículo 3º, que a la 

fecha de su exoneración o despido tenían acreditado un período de cotizaciones en la respectiva institución previsional del sistema antiguo de pensiones no inferior a diez años, continuos o no, y que al momento de su cesación en funciones no hubieran causado pensión, podrán solicitar al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Interior, que se declare su derecho a obtener pensión, no contributiva, de invalidez o de vejez, según corresponda, si con posterioridad a su cesación en funciones, sea antes o después de la vigencia de la presente ley, fueren declarados inválidos por el hecho de encontrarse incapacitados física o mentalmente para el desempeño de un empleo, a juicio de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del Servicio de Salud correspondiente al domicilio del interesado, o que alcanzaren la edad de 60 ó 65 años, según si se tratare de mujeres u hombres, respectivamente.


Para los efectos de computar el período mínimo de diez años de afiliación a que se refiere el inciso anterior, el interesado podrá hacer valer el abono por gracia que le otorgue el Presidente de la República en conformidad con el artículo 4º de esta ley.


Para obtener la pensión a que se refiere el inciso primero, los exonerados de las empresas privadas intervenidas deberán acreditar, además, los siguientes períodos de servicios anteriores a la exoneración, prestados en la empresa en la que trabajaban al momento de producirse esta última, según el número de años de imposiciones que registraban a esa fecha:

AÑOS DE IMPOSICIONES


AÑOS DE SERVICIOS
COMPUTABLES A LA




EN LA EMPRESA A LA
FECHA DE LA EXONERACIÓN


FECHA DE EXONERACIÓN
10 o menos






5

11






4

12






3

13






2

14 o más






1


No obstante lo establecido en el inciso primero, también podrán solicitar la pensión no contributiva los exonerados políticos que acrediten 15 ó 20 años de servicios o afiliación computable, con imposiciones, a la fecha de la exoneración, según ésta haya ocurrido antes o a contar del 9 de febrero de 1979.


Para  los  efectos  de  lo dispuesto en el inciso anterior, los exonerados de las empresas privadas intervenidas deberán acreditar, además, los siguientes períodos de servicios anteriores a la exoneración prestados en la empresa en la que trabajaban al momento de producirse esta última, según el número de años de imposiciones que registraban a esa fecha:
AÑOS DE IMPOSICIONES

AÑOS DE SERVICIOS
COMPUTABLES A LA



EN LA EMPRESA A LA

FECHA DE LA 



FECHA DE LA
EXONERACIÓN



EXONERACIÓN

Exonerados         Exonerados

antes del          a contar del

9.02.79            9.02.79

15                     20


5

16                     21


4
17                     22


3

18                     23


2
19 o más               24 o más

1


Para completar los 15 ó 20 años de servicios o afiliación computable, tratándose de los exonerados a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 3º, podrá considerarse el tiempo de abono por gracia a que se refiere el artículo 4º. Este derecho no será aplicable a los exonerados políticos del sector privado.


La  pensión  se  empezará  a devengar a partir del día primero del mes siguiente a aquél en que el beneficiario presente la solicitud correspondiente invocando la ocurrencia de alguna de las contingencias ya señaladas. No obstante tratándose de exonerados políticos del sector público que reúnan los requisitos del artículo 2º de esta ley, la pensión se devengará a contar del día primero del primer mes del trienio que anteceda al día de la presentación de la solicitud. Cada una de las mensualidades de pensión correspondientes a dicho trienio serán equivalentes al monto que resulte de la aplicación del artículo 12 de esta ley. El valor correspondiente a dichas mensualidades se pagará en 36 cuotas mensuales iguales, las que se reajustarán en las mismas oportunidades y porcentajes en que se reajusten las pensiones del antiguo sistema previsional.


Artículo 7º.- Para acreditar la calidad de exonerado político a que se refieren los artículos 3º y siguientes, los   interesados deberán

presentar una solicitud dirigida al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio del Interior, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.


En dicha solicitud, indicarán las circunstancias de la exoneración, especialmente las relativas a sus motivos políticos, que se acreditarán en la forma que se indica en los artículos siguientes, así como su situación previsional en el momento de producirse la cesación en funciones, todo en la forma que se indique en el reglamento que, en uso de sus atribuciones, dicte el Presidente de la República.


Artículo 8º.- Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 3º y siguientes de la presente ley, se considerará como exonerados políticos a los ex trabajadores a que dicho artículo se refiere y que en el período allí mencionado hayan sido despedidos por causas que se hubieran motivado en consideraciones de orden político y que consten de algún modo fehaciente, tales como el hecho de figuración del exonerado en decretos, bandos, oficios, o resoluciones, o en listas elaboradas por alguna autoridad civil o militar, como activista político o como miembro de partidos políticos proscritos o declarados en receso, o que hubieran sido privados de libertad, en cualquier forma, fuere en calidad de prisioneros, retenidos, detenidos, relegados o presos, en cárceles, prisiones, regimientos, lugares especialmente habilitados para el efecto, o en su propio domicilio, sea que estos hechos resulten ser coetáneos, o inmediatamente anteriores o posteriores a la exoneración.


Podrá  también  considerarse como exonerados políticos a aquellos ex trabajadores a que se refiere el artículo 3º, que cesaron en sus servicios entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973, respecto de los cuales conste fehacientemente que, en dicho período, fueron exiliados o privados de libertad en cualquiera de las formas indicadas en el inciso precedente.


Artículo 9º.- Podrá admitirse, sin necesidad de ninguna otra acreditación, que la exoneración tuvo motivos políticos si ella ocurrió en el lapso comprendido entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973.


En  los  demás  casos,  será materia de acreditación por el interesado si la exoneración pudo o no tener motivos políticos, para cuyo efecto se considerarán todos los instrumentos públicos o auténticos disponibles, tales como, decretos, resoluciones, oficios, bandos u otros que den cuenta de actos de la autoridad civil o militar, en que se incluya al afectado en listas, nóminas, o en que de otro modo se le individualice como participante en actividades políticas o en movimientos o partidos de tal índole, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, o se considerarán aquellos en que conste la privación de libertad del exonerado y por similares motivos.


En el caso de la inexistencia, pérdida o destrucción, que aparezca debidamente justificada, de dichos instrumentos, podrán admitirse otros documentos que constituyan principio de prueba por escrito, que tengan fecha cierta, que sean coetáneos con la ocurrencia de los hechos que se invocan y que demuestren en forma fehaciente la existencia de los móviles políticos de la exoneración. En este caso, podrá admitirse, asimismo, siempre que se estime necesario o pertinente, como elemento de convicción adicional, información sumaria de a lo menos tres testigos contestes en los hechos de que se trate, la que será igualmente materia de calificación privativa.

Artículo 10.- La calificación a que se refiere el artículo anterior será hecha en forma privativa por el Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior, el que, una vez formada la convicción del carácter político de la misma, resolverá también privativamente, sobre el otorgamiento de los beneficios de cargo fiscal que se autorizan en conformidad con los artículos 3º y siguientes de la presente ley.


Efectuado que sea el abono por gracia de los períodos de cotización a que se refiere el artículo 4º, o la declaración del derecho a pensionarse conforme con el artículo 6º, el Ministerio del Interior comunicará la resolución correspondiente al Instituto de Normalización Previsional, que registrará los abonos, o, en su caso, efectuará las reliquidaciones de las pensiones, otorgará o reliquidará los bonos de reconocimiento, conforme con lo que previenen los artículos 5º y 6º de la presente ley.


Artículo  11.-  Asesorará  al Presidente de la República, para la calificación del carácter político de la exoneración y el otorgamiento de los referidos beneficios, la Comisión Especial a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.056.

Para el solo efecto de la aplicación de los artículos 3º y siguientes de la presente ley, y en uso de la facultad que le confiere el indicado artículo 7º, el Presidente de la República podrá designar Comisiones regionales, a fin de facilitar la asesoría que la ley autoriza.


Artículo 12.- El Instituto de Normalización Previsional, previa declaración de la calidad de exonerado político por parte del Presidente de la República y verificación de que se cumplen los demás requisitos exigidos al efecto, determinará el monto de la pensión que se otorgue en conformidad con el artículo 6º, aplicando las normas legales que correspondan al régimen de pensiones a que se hubiera encontrado afecto el interesado en el momento de cesar en funciones.


No obstante, para determinar la pensión de los ex trabajadores del sector público, excluidos los de las empresas autónomas del Estado, deberán considerarse las remuneraciones imponibles y computables para pensión a marzo de 1990, o las del período anterior a ese mes que proceda incluir en el sueldo base de pensión según el respectivo sistema de cálculo, de acuerdo con la legislación vigente a esa época, asignadas al grado al cual habría sido asimilado el cargo que ocupaba el trabajador a la fecha de la exoneración, más el porcentaje del sueldo base correspondiente a la asignación de antigüedad reconocida a dicha data.


En  el  caso  de  los  ex trabajadores del sector privado y de aquellos de las empresas autónomas del Estado, en el sueldo base de pensión, que se determinará a marzo de 1990, según el respectiva sistema de cálculo, de acuerdo con la legislación vigente a esa época, se considerarán como remuneraciones imponibles, los valores correspondientes al sueldo base del grado de la escala única de sueldos del sector público a que sean asimilados, vigentes en cada uno de los meses a considerar. Para este efecto, se les asignará el grado de la referida escala cuyo sueldo base a la fecha de la exoneración sea el más cercano al promedio de las remuneraciones imponibles sobre las cuales se cotizó o subsidios por incapacidad laboral devengados, en los tres meses calendario anteriores a la fecha de la exoneración. Tratándose de trabajadores despedidos entre el 11 de septiembre y el 31 de diciembre de 1973, la respectiva asimilación se efectuará al 1º de enero de 1974. En el caso de los trabajadores recién citados y de aquellos exonerados durante el mes de enero de 1974, para los efectos de la asimilación,  se considerará el promedio de las remuneraciones imponibles sobre las cuales se cotizó o subsidios por incapacidad laboral devengados, en los meses de diciembre de 1972 y enero y febrero de 1973, aumentado en un 400%. En el caso de los trabajadores exonerados entre el 1º de febrero y el 31 de marzo de 1974, el referido promedio deberá determinarse sólo sobre la base de las remuneraciones imponibles por las cuales se cotizó o subsidios por incapacidad laboral, correspondientes a los meses de enero de 1974 o de enero y febrero de dicho año, según proceda.


Respecto  de  los  dirigentes sindicales, incluidos los dirigentes de federaciones, confederaciones de sindicatos y de la Central Única de Trabajadores, exonerados por motivos políticos, que a la fecha de su exoneración hubieren tenido contrato vigente con la respectiva empresa, que no registren imposiciones en alguno de los tres meses calendario anteriores al cese de sus servicios, o en el trimestre comprendido entre diciembre de 1972 y febrero de 1973 o en los meses de enero de 1974 o de enero y febrero de dicho año, según el caso, para la determinación del promedio a que se refiere el inciso anterior, se dividirán las remuneraciones imponibles por las cuales se cotizó o subsidios por incapacidad laboral, por el tiempo a que ellas correspondan. Si no registraren cotización alguna en los referidos tres meses, el promedio se determinará sobre la base de las remuneraciones imponibles o subsidios de los tres meses más próximos a aquéllos. En este último caso, las remuneraciones que se incluyan en el promedio deberán previamente reajustarse conforme a la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor entre el primer día del mes siguiente al que corresponden y el último día del mes anteprecedente a la exoneración, tratándose de dirigentes sindicales exonerados con posterioridad al 31 de enero de 1974. En cambio, si la exoneración ocurrió entre el 11 de septiembre de 1973 y el 31 de enero de 1974, dicha actualización deberá efectuarse hasta el último día del mes de septiembre de 1972 y luego aumentarse el promedio actualizado en un 400%.


No procederá descontar el incremento dispuesto en el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980, respecto de aquellos trabajadores de las empresas del sector privado y de las empresas autónomas del Estado, exonerados con anterioridad al 1º de marzo de 1981.


En el cálculo de las pensiones no contributivas a que se refiere este artículo, tratándose de exonerados políticos del sector público que reúnan los requisitos del artículo 2º de esta ley, deberá considerarse el tiempo con imposiciones y tiempo computable que registren a la fecha de la exoneración, más el tiempo transcurrido desde esta última data hasta el 10 de marzo de 1990.


Tratándose de exonerados del sector público, que teniendo derecho a pensión no contributiva no reúnan los requisitos del artículo 2º de esta ley, y de exonerados políticos del sector privado, en el cálculo de sus pensiones se considerará el tiempo con imposiciones y tiempo computable que registren a la fecha de la exoneración más el 75% del tiempo transcurrido entre esta última data y el 10 de marzo de 1990.


No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, en el cálculo del tiempo a computar posterior a la exoneración, deberá excluirse el tiempo en que se hubiere efectuado imposiciones en el nuevo sistema de pensiones del decreto ley Nº 3.500, de 1980.


Para los efectos de determinar el tiempo computable, no se considerará el abono de tiempo por gracia a que se refiere el artículo 4º de esta ley.


El  monto  inicial  de  las pensiones no contributivas, será equivalente al valor que resulte de la aplicación de las disposiciones anteriores reajustado en conformidad a la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor desde el mes de marzo de 1990 hasta el último día del mes anterior a la fecha de inicio de la pensión.


Las  pensiones  iniciales  así determinadas, no podrán ser inferiores al monto de la pensión mínima a que se refiere el artículo 26 de la ley Nº 15.386, ni superiores al limite máximo establecido en el artículo 25 de la ley citada.


Las pensiones no contributivas a que se refiere este artículo, estarán sujetas a todas las cotizaciones y descuentos que establecen las leyes respecto de las pensiones del régimen previsional a que estaban afectos los interesados a la fecha de la exoneración, y se reajustarán en las mismas oportunidades y porcentajes en que se reajusten las pensiones del antiguo sistema previsional.


Artículo 13.- Los exonerados políticos del sector público que reúnan los requisitos para acogerse al beneficio de transacción extrajudicial a que se refiere el artículo 2º y a la pensión no contributiva establecida en el artículo 6º, deberán optar por uno de estos beneficios.

Artículo 14.- Respecto de los exonerados políticos que impetren pensión no contributiva conforme a esta ley, las imposiciones que registren en el antiguo sistema de pensiones, entre la fecha de la exoneración y el 10 de marzo de 1990, se entenderán consumidas en dicho beneficio y, por ende, no serán útiles para configurar otros beneficios.


Artículo 15.-  Los exonerados políticos ya fallecidos a la fecha de publicación de esta ley, o aquellos que fallecieren con posterioridad y que a la data de su exoneración hubieran reunido a lo menos diez años de imposiciones computables para pensión, o que hubieran alcanzado dicho mínimo considerando el tiempo de abono por gracia a que se refiere el artículo 4º, causarán pensiones de sobrevivencia no contributivas en conformidad a las normas del régimen previsional al cual se encontraban afectos a la data de la exoneración, y a las contenidas en esta ley, en favor de aquellos causahabientes que a la primera fecha indicada, o a la del fallecimiento si éste fuere posterior, habrían reunido los requisitos para ello.


En todo caso, para causar los beneficios a que se refiere el inciso anterior será menester que la calificación de exonerado político haya sido solicitada por el causante o por sus causahabientes, según corresponda, dentro del plazo contemplado en el artículo 7º.


Para el cálculo del tiempo computable para la determinación de las pensiones, no se incluirá el periodo posterior al fallecimiento del causante.


Los  beneficiarios  de  las pensiones no contributivas a que se refiere el artículo 6º causarán pensiones de sobrevivencia conforme al régimen previsional al cual se encontraban afectos a la fecha de la exoneración.


Artículo 16.- Las pensiones a que se refieren los artículos 6º y 15 serán incompatibles con cualquiera otra pensión proveniente de regímenes previsionales que hayan obtenido o a que puedan tener derecho los interesados, con excepción de las concedidas conforme al decreto ley Nº 3.500, de 1980. Lo será igualmente, con el otorgamiento de bonos de reconocimiento a que se refiere el citado decreto ley.

Artículo  17.- El gasto que origine la aplicación de los artículos anteriores se financiará con cargo a los recursos fiscales que se contemplen en el presupuesto del Instituto de Normalización Previsional.


Artículo 18.- Los titulares de pensiones no contributivas a que se refiere el artículo 6º y los de pensiones de viudez otorgadas de acuerdo con el artículo 15, tendrán la calidad de beneficiarios de asignación familiar por los causantes que pudieren invocar conforme al decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Para tal efecto, el Instituto de Normalización Previsional reconocerá y pagará, en su caso, las asignaciones familiares que correspondan.


Artículo 19.- Los ex empleados que estuvieron afectos a los artículos 102 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960, y que hubieran cesado en servicios entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, por cualquier causa, y que no solicitaron oportunamente el beneficio de desahucio, podrán impetrarlo dentro de un plazo de seis meses contado desde la vigencia de la presente ley.


Para  los  efectos  de  la fijación del monto del desahucio, se considerarán los años de servicios durante los cuales se hubiera cotizado al Fondo de Seguro Social a que se refiere el artículo 103 del citado decreto con fuerza de ley y sobre la base de la remuneración que, en conformidad con ese cuerpo legal, es computable para dicho beneficio. El monto será debidamente actualizado en función de la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor que fija el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes que antecede a la fecha en que el beneficiario cesó en servicios y el que antecede a la fecha de pago del desahucio, y se pagará con cargo a los recursos destinados al financiamiento del referido desahucio.


Artículo 20.- Lo dispuesto en esta ley no será aplicable al personal a que se refieren los decretos con fuerza de ley Nºs 1 y 2, de 1968, del Ministerio de Defensa Nacional (G) y del Ministerio del Interior, respectivamente, y el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional.".
- - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 31 de marzo, 6, 7, 13, 14 y 20 de abril de 1993, con asistencia de los HH. Senadores señores Humberto Palza Corvacho (Presidente) (Carmen Frei Ruiz-Tagle y José Ruiz De Giorgio), Rolando Calderón Aránguiz (Laura Soto González), Ricardo Hormazábal Sánchez (José Ruiz De Giorgio), Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.


Sala de la Comisión, a 4 de mayo de 1993.





JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA
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